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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Esteban Pérez. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Pablo Abdala, Daniel Bianchi y José Luis Blasina. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Alfredo Asti y Daniel Mañana. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social señores, doctor Jorge Bruni, 
Subsecretario; doctor Alvaro Rodríguez, asesor Dirección Nacional de Seguridad Social. 


Por el Banco de Previsión Social, señores Ernesto Murro, Presidente; Ariel Ferrari, 
representante de los activos; Geza Stari, representante de los pasivos; doctor Eduardo 
Giorgi, Secretario General del Banco de Previsión Social; escribano Antonio Soutullo, 
Director Técnico de Prestaciones y señoras contadoras Elvira Domínguez, representante de 
las empresas y Anahí Sosa, Directora Técnica de ATYR. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pérez, don Esteban).- La Comisión de Seguridad Social da la bienvenida a 
este equipo vinculado a la Seguridad Social que nos visita. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer una consulta a la Comisión. 


Nosotros habíamos promovido esta convocatoria por una serie de temas y, tal vez, a efectos de ser 
expeditivos y ahorrar tiempo a los visitantes y a la Comisión, podamos poner el énfasis en el segundo y tercer 
puntos de la convocatoria, que tienen que ver con el tratamiento que han recibido las exoneraciones de 
aportes patronales por parte del Poder Ejecutivo y el planteo del señor Diputado Mañana con respecto a la 
valoración de la prueba de los servicios por los años de trabajo, respectivamente. 


Con respecto al primer punto, dirigimos un pedido de informes al Banco de Previsión Social que en tiempo y 
forma nos respondió -con toda honestidad intelectual debo reconocer que la respuesta nos dio satisfacción - y, 
por lo tanto, en principio no tendríamos interés ni urgencia en analizar ese tema, aunque podríamos hacerlo 


de todos modos, si así se prefiere. Simplemente manifiesto el interés de abordar el segundo punto. Si la 
Comisión está de acuerdo, podríamos empezar por allí. 


Si el señor Presidente está de acuerdo, entonces, voy a hacer un planteo con relación al segundo punto del 
orden del día para trasladar nuestras inquietudes a los invitados. 


En primer lugar, como es de estilo, damos la bienvenida a los representantes del Poder Ejecutivo y del Banco 
de Previsión Social. 


Procurando ir al meollo del planteamiento queremos decir que nos ha preocupado -por eso generamos esta 
convocatoria- el tratamiento que ha recibido de parte de la Administración, en sus dos vertientes -tanto el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social aquí presente como el Banco de Previsión Social-, lo que se vincula 
con las exoneraciones de aportes patronales previstas por el artículo 69 de la Constitución, que tienen por 
beneficiarios a la instituciones de enseñanza y de carácter cultural. 


Todo lo que planteemos lo haremos sin preconceptos, simplemente para trasladar las dudas que esta situación 
nos ha generado. Por supuesto, estaremos abiertos a las explicaciones, aclaraciones e información que los 
jerarcas que nos visitan nos puedan proporcionar. 


Con relación a esto, desde la aprobación de la reforma tributaria y, particularmente desde su puesta en 
vigencia en el mes de julio del año pasado, se han vivido una serie de idas y venidas, de marchas y 
contramarchas en cuanto a la interpretación o a la aplicación del alcance de este beneficio de carácter 
tributario, de esta exoneración de rango constitucional que, parecería, tuvo un desenlace en los últimos días o 
por lo menos desembocó en la aprobación de un decreto del Poder Ejecutivo de fecha 14 de marzo -lo tengo 
delante de mí-, que lo que hace es ratificar o en algún sentido confirmar las dudas de interpretación y de 
aplicación que el Poder Ejecutivo está dando a este tema. 


Este decreto -estamos abiertos a escuchar los fundamentos- podría conducir a una aplicación restrictiva y 
discrecional del alcance del artículo 69. Allí se define el concepto de institución educativa y el concepto de 
institución cultural en términos, reitero, por un lado demasiado exiguos y, por otro lado, demasiado amplios, 
a la hora de la aplicación, lo cual entraña un riesgo en cuanto a que se termine por violar o desconocer el 
alcance del artículo 69 de la Constitución. Esto lo fundamentamos en algunos argumentos que vamos a 
expresar a continuación. 


La Ley de Reforma Tributaria, como se sabe, en su artículo 90 derogó todas las exoneraciones, pero reafirmó 
-cosa que no hubiera sido necesario que hiciera porque es una norma de inferior jerarquía que la 
Constitución- la vigencia de las que provienen o se desprenden del artículo 69 de la Constitución, que son las 
que hemos mencionado. A partir de allí empezó esta larga historia de resoluciones del Banco de Previsión 
Social y decretos del Poder Ejecutivo. A efectos de hacer un análisis caso por caso de esta situación, se creó 
una Comisión en el ámbito del Poder Ejecutivo, con participación del BPS. El decreto que crea esa Comisión 
es el N* 263/007, de fecha 16 de julio del año pasado, que con buen tino, en el considerando 1) establece que 
a los efectos de una correcta aplicación de estas exoneraciones debe seguirse el criterio del "sólido respaldo 
doctrinario y jurisprudencial construido durante décadas de vigencia de las disposiciones constitucionales". 
Esto me parece que está bien, pero tengo la duda de que efectivamente se haya seguido por este camino y que 
a la hora de reglamentar o de aplicar esta disposición constitucional se haya observado lo que dicen la 
doctrina y los antecedentes legislativos en esta materia. 


La doctrina, en materia constitucional y con relación a esta disposición, se aferra a un concepto de aplicación 
amplia. Estos beneficios que devienen del artículo 69 están incluidos en la Segunda Sección de la 
Constitución, que es la que consagra derechos, deberes y garantías. 


A este tipo de exoneraciones la doctrina las considera como un desprendimiento de los llamados derechos de 
segunda generación, es decir, los de carácter económico, social y cultural, y por esa vía se los vincula con los 
derechos humanos y con la vigencia de las normas constitucionales, así como con la vigencia de las normas 
internacionales que regulan estos temas. A partir de allí surgen criterios -es la tradición que el país ha 
seguido- de interpretación amplia a los efectos del reconocimiento de esos beneficios. Me refiero a amplia en 
cuanto a su extensión, pero restringida en cuanto a la eventual limitación a la hora de determinar hasta dónde 
llega o a quiénes no llega la aplicación o el beneficio de esta exoneración tributaria. 


Además, tengo la impresión de que del decreto de marzo podría surgir -me produce esa sensación- una suerte 
de confusión entre los conceptos de educación y de cultura o, eventualmente, una especie de sinonimia o de 
paralelismo que no corresponde, porque por algo la Constitución establece las dos categorías y las 
diferencias. La misma doctrina a la que el decreto del Poder Ejecutivo -reitero- manda recurrir a la hora de 
interpretar el alcance de esta disposición hace una interpretación extensiva del concepto de cultura y 
establece que ese término se vincula con el concepto de civilización, es decir, con todo aquello que forma 
parte de los usos y costumbres de una sociedad. Allí se incorporan, por ejemplo, los valores de carácter 
religioso que, en principio, parecería -a esto me voy a referir más adelante- que no fueron incluidos o 
contemplados por la reglamentación que el Poder Ejecutivo acaba de dictar. 


En cuanto a la legislación, la tradición en materia legislativa también ha sido amplia desde el punto de vista 
del otorgamiento de estos beneficios. La Ley N* 12.802, que hasta donde pude investigar mantiene vigencia, 
dado que no ha habido una derogación tácita por parte de la ley de reforma tributaria, reconoce expresamente 
como institutos culturales incluidos en el artículo 69 de la Constitución los seminarios o casas de formación 
de las congregaciones o instituciones de cualquier religión, las salas de biblioteca, los salones de actos 
públicos, los locales destinados a clases de comercio, música, labores. Se hace una interpretación amplísima, 
que va mucho más allá de los términos que el Poder Ejecutivo acaba de aprobar en este decreto del 14 de 
marzo, sobre el que escuché -las autoridades me lo confirmarán o no- que sería modificado en los próximos 
días o se aprobaría un decreto complementario. Mi información llega hasta esa fecha que, en términos 
históricos, es el presente, porque estamos hablando, poco más, poco menos, que de unos diez días. 


Creo que la ley es más generosa y más amplia que el decreto, lo que alcanzaría para decir que este decreto es 
de dudosa legalidad y de dudosa constitucionalidad, en la medida en que la ley se fundamenta en el 

artículo 69 de la Constitución que, repito, es de interpretación amplia y extensiva. Esto es lo que la propia 
tradición nacional ha recogido como criterio. En este sentido, me preocupó bastante la aprobación del 
Directorio del Banco de Previsión Social, el 22 de agosto de 2007, de una propuesta de criterios con relación 
a estos temas. No sé qué grado de vigencia mantienen, pero podría entenderse que están vigentes a la luz del 
decreto que se aprobó después. Esto me parece claramente discriminatorio, y no entiendo muy bien en qué 
criterios se sustentan para hacer algunas diferenciaciones. Por ejemplo, se excluyen de las exoneraciones de 
aportes patronales los sindicatos de todo tipo, las organizaciones gremiales, los partidos políticos y las 
asociaciones de jubilados y pensionistas. Al respecto, esta Comisión recibió el reclamo de la ONAJPU por 
este motivo, ya que las asociaciones de jubilados entendían que deberían gozar de este beneficio, y creo que 
es así. Sin embargo, es curioso que se eliminan para todas esas instituciones estas ventajas de carácter 
tributario pero se excluye a las asociaciones de profesionales universitarios. Habrá alguna razón -no sé cuál- 
pero creo que aquí hay una interpretación demasiado avara o severa con relación a todo lo que tenga 
connotación de carácter religioso. Esto va más allá de los términos de discusión en cuanto al principio de 
laicidad. El Estado no profesa religión alguna pero históricamente ha garantizado la libertad de cultos y, al 
mismo tiempo, ha fomentado la práctica de las religiones y las organizaciones de este carácter no en forma 
selectiva sino general y amplia, reconociendo allí una expresión de carácter cultural. Sin embargo, en esta 
propuesta del Banco de Previsión Social se establece que se encuentra exonerada de tributos solamente la 
construcción de templos. Todo lo demás que tenga connotación religiosa tiene que pagar. Aquí hay una 
ruptura con la tradición histórica del Uruguay. Este no es un cambio menor sino sustantivo, y a la hora de 
practicarlo se deberá fundamentarlo muy bien porque francamente, desde mi punto de vista, va bastante más 
allá del criterio del constituyente consagrado en el artículo 69. 


Para terminar, porque no me quiero extender demasiado, sin perjuicio de que después podamos hacer 
preguntas, quiero que quede claro que no nos preocupa solo lo religioso. También nos preocupa con qué 
criterio va a administrar el BPS y el Gobierno en su sentido más amplio la aplicación de este decreto con 
relación, por ejemplo, a las instituciones de educación no formal, lo que implica un concepto bien amplio. 
Aquí se define a las instituciones educativas vinculadas con un concepto de enseñanza sistematizada. Pero, 
¿qué pasa con esa enorme gama de instituciones que ejercen una función muchas veces supletoria y 
sustituyen al Estado en la atención de los niños, en la atención de patologías sociales por la vía de clubes de 
niños, centros juveniles, con las instituciones que formal o curricularmente podrían no ser consideradas de 
enseñanza, pero que, sin embargo, en los hechos y de acuerdo, por ejemplo, con las definiciones 
internacionales de la UNESCO, cumplen notoriamente actividades de tipo educativo, formativo y cultural? A 
esta altura, no me queda demasiado claro; capaz que me dicen que están todas incluidas y se terminó la 
discusión. Pero no me queda demasiado claro si este decreto del 14 de marzo las contempla. En algún 
momento se insinuó -no sé si está por escrito- que eventualmente se les reconocería los beneficios tributarios, 


en la medida en que esas instituciones tuvieran convenio con el Estado. Eso me parece bien, pero 
insuficiente. Supongo que habrá -seguramente hay- instituciones que no tienen convenio con el Estado, pero 
que, de todos modos, son tan sociales como las otras y cumplen funciones de interés general desde el punto 
de vista del concepto amplio de la cultura y del interés social. 


En términos generales, esta es la interrogante básica que queremos dejar planteada, que podremos ir 
desgranando una vez que escuchemos las explicaciones del señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad 
Social, del señor Presidente del BPS y de los Directores. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Como siempre, tenemos 
mucho gusto en concurrir aquí, donde muchas veces hemos sido convocados y seguiremos viniendo. 
Sabe muy bien el señor Diputado Pablo Abdala que muchas veces hemos venido a este ámbito a 
intercambiar ideas. 


Quisiera hacer algunas consideraciones acerca de lo que ha querido hacer este Gobierno en la materia. Este 
Gobierno cree que desde muchos atrás -por lo menos, desde 1934, fecha de aprobación de una de las 
Constituciones de la República- ha habido una serie de decisiones u omisiones -esta es la primera conclusión 
a la que quiero arribar-, una falta sistemática de políticas en la materia, a veces criticada por no haber logrado 
decisiones con la suficiente claridad que, reitero, muchas veces ha generado falta de certezas e inseguridad 
jurídica. Tenemos que reconocer, más allá de posiciones, que ha habido cambios en lo que tiene que ver con 
la calificación de lo que es impuesto, de lo que es tributo, de lo que es cultura, desde hace muchos años; 
insisto, desde hace más de sesenta años. No es lo mismo el concepto de tributo o impuesto que se tiene hoy 
que el que se tenía hace sesenta años, y eso la doctrina lo sabe muy bien. También es cierto que el concepto 
de cultura ha ido evolucionando. Esto nos lleva a preguntarnos y a tratar de precisar el tema, porque así como 
existe cultura, también existe la agricultura, la silvicultura, etcétera. Creemos que es necesario sistematizar y, 
según nuestra modesta opinión, eso no ha sucedido, por eso es que, en materia tributaria y en el tema que nos 
convoca, el Gobierno ha querido dar seguridad jurídica, sistematización, transparencia, y evitar algo que 
quizás ha sucedido en el pasado. Ha habido tantas perforaciones a un pilar básico fundamental de la 
seguridad social como la solidaridad, que yo me atrevería a decir que, en muchos casos, se violó el propio 
principio tributario de un sistema de seguridad social, que -insisto- tiene como pilar básico la solidaridad. No 
sé si la cifra de US$ 206:000.000 será llamativa, pero fue el impacto del año 2006 de algo que, a mi criterio, 
obedece a una falta de sistematización en la materia. En muchos casos, se están utilizando conceptos que 
vienen desde hace sesenta o setenta años y que, obviamente, han evolucionado, como todas las cosas. Este es 
el primer aspecto que quería establecer. 


El segundo punto es el siguiente. Yo soy crítico de lo que ha sucedido hacia atrás pero, ¿qué es lo que 
nosotros, como Gobierno, estamos buscando como objetivo en este tema concreto? Lo contrapuesto a lo que 
acabo de afirmar, obviamente; es de perogrullo: sistematizar, dotar de transparencia, claridad y seguridad 
jurídica. 


No me voy a referir a la misma resolución que mencionó el señor Diputado Pablo Abdala, pero sí a una que 
se refleja en las reuniones que ha hecho este equipo, hoy llamado Comisión de Seguimiento Interdisciplinaria 
e Interinstitucional. Dada la complejidad del tema, ¡si será necesario que haya interdisciplinariedad e 
interinstitucionalidad! De allí, esta Comisión de Seguimiento creada por este decreto publicado en el día de 
ayer, integrada por el Banco de Previsión Social y los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de 
Economía y Finanzas, y de Educación y Cultura. 


¿Qué es lo que buscamos? Ratifico lo que dije hace unos momentos: no puede haber tantas perforaciones a 
un pilar básico de la seguridad social como la solidaridad. Creo que en el pasado eso ha existido. Se ha dicho 
públicamente -inclusive, por parte de algún miembro del equipo económico de este país- que, como 
consecuencia de determinadas instituciones que quizás hoy no podrían estar contempladas en la nueva 
legislación existente, los subsidios explícitos no nos afectan, depende de los objetivos, de qué se trata y de a 
quién se les están dando. Eso es lo que puede suceder con las instituciones que hoy están relacionadas con el 
INAU o con los contratos vigentes todavía con el Ministerio de Desarrollo Social. 


El decreto publicado ayer contribuye -por supuesto que puede ser cuestionable, son opiniones-, precisamente, 
a esa sistematización y a dar claridad a las cosas. En primer lugar, precisa lo que establece la Constitución de 
la República, es decir, lo que es una institución, y desagrega dos o tres subconceptos de institución que hacen 


a la transparencia y a la seguridad del asunto. Precisa criterios de procedimiento, precisa medios de prueba y, 
como decía anteriormente, en un tema tan complejo como este, que se arrastra hace muchos años, instala algo 
que nos parece elemental, que es la Comisión de Seguimiento Interdisciplinaria e Interinstitucional. 


Podríamos seguir hablando al respecto, pero hay alguna expresión que quisiera aclarar. El señor Diputado 
Pablo Abdala habla de preocupación por idas y venidas desde julio de 2007. Celebro que el señor Diputado 
se preocupe -todos nos preocupamos- para que las cosas salgan lo más rápidamente posible. Pero, insisto, 
esto tiene una historia de más de sesenta años que pocas veces se intentó sistematizar. La primera ley que lo 
reglamenta es de 1991, a pesar de que, si mal no recuerdo, en materia constitucional el tema arranca en 1934, 
En 1991 se aprobó una ley que trataba de precisar y aclarar las cosas, la N* 16.226. 


El señor Diputado Pablo Abdala hace referencia a una concepción amplia; lo que ha tratado de hacer el Poder 
Ejecutivo es precisar lo que establece la Constitución de la República. Ni amplia, ni restrictiva. El Poder 
Ejecutivo y el Gobierno creen que esa es la interpretación que hay que hacer; para algunos será amplia y para 
otros restrictiva pero, insisto, creo que se ajusta a lo que establece la Constitución de la República. 


En ese largo período, el señor Diputado mencionaba la Ley N* 12.802. Obviamente, no la tengo presente, 
pero no dejo de afirmar que es una demostración de que durante muchos años en este país no hubo políticas 
sistemáticas. 


Con respecto a las propuestas de criterios del Banco de Previsión Social, por supuesto, corresponde 
elaborarlas al Banco de Previsión Social. Las podríamos dar porque, insisto, la Comisión de Seguimiento no 
está en el aire sino que se viene reuniendo, seguirá haciéndolo y, por lo tanto, los criterios que estamos 
expresando emanan de esa interdisciplinariedad e interinstitucionalidad. Pero, por supuesto, creo que será el 
Banco de Previsión Social el que podrá explicar con total claridad algunas de las preocupaciones que ha 
expresado el señor Diputado Pablo Abdala. 


Él decía que sintió el rumor de que se iba a emitir otro decreto o que se estaba elaborando otra norma. 
Efectivamente, en lo que se refiere a los subsidios, estamos analizando la posibilidad de emitir un decreto 
sobre los subsidios explícitos a los que hacía alusión para tratar de solucionar algunos temas de alta 
sensibilidad social. Todavía no lo hemos hecho, pero de todas maneras pienso que es una demora de unos 
meses en referencia a un tema que no ha sido resuelto en sesenta años, por lo que no se debe ser demasiado 
crítico en este aspecto. 


SEÑOR MURRO.- En primer lugar, quisiera destacar que nos acompañan los Directores Sociales que 
representan a los trabajadores, a los empresarios y a los jubilados y los pensionistas. Para nosotros, no 
se trata de un hecho casual sino que es parte de una política de esta Administración en cuanto a la 
participación en estas reuniones del Directorio con los distintos sectores que están representados en él. 
También nos acompaña el Secretario General del Directorio, doctor Eduardo Giorgi y los dos 
Directores Técnicos de las dos áreas sustantivas de la institución, la Directora Técnica de ATYR, 
contadora Anahí Sosa, y el escribano Antonio Soutullo de la Dirección Técnica de Prestaciones. Nos 
parecía importante que la presencia del Banco de Previsión Social junto al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social contara, además de con quienes ocupamos los cargos de Dirección, con los Gerentes, 
a los efectos de aportar los elementos técnicos que pudieran ser necesarios y requeridos en esta 
entrevista. 


En segundo término, quisiera reiterar lo que ya hemos expresado en diversas notas dirigidas a esta Comisión 
y a la respectiva del Senado desde el año 2005. Me refiero a nuestra disposición a concurrir, si los señores 
legisladores lo consideraran necesario y oportuno, cada dos meses para intercambiar opiniones, ideas e 
información acerca de todos los temas que nos atañen. Reiteramos esta propuesta del Directorio del Banco de 
Previsión Social porque consideramos que es bueno. 


En tercer lugar, agradezco el reconocimiento que ha expresado el señor Diputado Pablo Abdala acerca del 
informe sobre los topes jubilatorios del Acto Institucional N* 9 que oportunamente se solicitaran. Quería 
decirlo para que constara en la versión taquigráfica ya que en esta misma Comisión se plantearon dudas y 
cuestionamientos a la aplicación de la Ley N” 18.119 por parte del Banco de Previsión Social. Simplemente a 
esos efectos, reiterando el agradecimiento al señor Diputado Pablo Abdala por su reconocimiento, quisiera 
expresar que, como corresponde, el Banco de Previsión Social está aplicando la Ley en tiempo récord. 


Destaco muy especialmente el trabajo de la Dirección Técnica de Prestaciones y de sus funcionarios. La Ley 
fue aprobada el 27 de abril y la gente ya estaba cobrando en agosto, a pesar de que hubo que buscar y 
reliquidar 9.000 expedientes, la mayoría de ellos antiguos. En base al excelente trabajo de nuestros 
funcionarios y a la disposición que se puso, de los 9.000 beneficiarios que tiene esta norma, 8.062 cobraron a 
partir de agosto del año pasado. 


Tal cual establece la norma, se irán incorporando gradualmente a partir del 1” de julio de este año, de 2009 y 
de 2010, según corresponda. Ratifico que no solamente venimos cumpliendo estrictamente con la Ley 

N? 18.119 sino que también hemos obtenido -está la documentación correspondiente- la satisfacción y las 
felicitaciones no solo de la organización más representativa de los jubilados y pensionistas del Uruguay, la 
ONAJPU, sino, específicamente, de la Comisión Intersocial de Topes. Dicho órgano se movilizó por este 
tema y trabajamos con él no solamente a nivel de Gobierno para la elaboración de la ley; nosotros la 
promovimos y la hizo suya la Comisión Sectorial de Seguridad Social que integran los Ministerios de Trabajo 
y Seguridad Social, de Economía y Finanzas, de Salud Pública y de Desarrollo Social, la Oficina de 
Planeamiento y Presupuestos y el Banco de Previsión Social. La Comisión Intersocial de Topes nos dio una 
mano muy grande para la implementación de la ley, que era compleja ya que había que hacer toda esta 
búsqueda de documentación, de expedientes, en algunos casos muy antiguos. Efectivamente, nos hizo llegar 
su reconocimiento a algunos de quienes estamos aquí presentes y al Banco de Previsión Social como 
institución. Inclusive, compartimos con el Subsecretario, doctor Bruni, con el señor Diputado Blasina y con 
el señor Diputado Pablo Abdala un brindis de fin de año con esta Comisión, que saludó la ley y su 
implementación. Digo esto porque me consta -soy un lector habitual de las versiones taquigráficas de esta 
Comisión- que acá ha habido planteamientos y cuestionamientos que son absolutamente infundados, que no 
son ciertos, porque esta ley se ha cumplido y se seguirá cumpliendo como corresponde. 


Sin perjuicio de ello y si fuera de interés, podríamos hacer llegar a la Comisión el informe actualizado de 
cómo se está cumpliendo y cómo se va a cumplir con las próximas etapas de esta ley, en virtud de que el 
próximo 1” de julio se incorporarán las personas amparadas cesantes a partir de 1995, con el ajuste a nueve 
Bases de Prestaciones Contributivas, siempre que corresponda; y a partir del 1” de julio de 2009 se ajustará a 
diez, para los cesantes a partir de 1996, así como del 1” de julio de 2010 para los cesantes a partir del año 
1997. Destaco que siempre que corresponda en todos los casos. 


En cuanto al tema que ha ocupado la atención principal de esta sesión, hubo alguna expresión del señor 
Diputado Pablo Abdala que me provoca realizar alguna reflexión. Estamos acá como posibles acusados de 
aplicar políticas discriminatorias; no he visto pruebas, pero estamos acusados o preguntados acerca de aplicar 
posibles políticas discriminatorias. Entonces, como posibles acusados, vamos a tratar de defendernos, de 
explicar qué hemos hecho, en acuerdo con los organismos correspondientes del Poder Ejecutivo. Uno de los 
elementos que el señor Diputado Pablo Abdala usó fue el decreto del 14 de marzo. Tengo acá algunos papeles 
viejos. El Directorio del Banco de Previsión Social -este nuevo Directorio- asumió el 29 de marzo, es decir, 
hace casi tres años, y el 26 de abril, menos de un mes después de haber iniciado su gestión, aprobó promover 
ante el Poder Ejecutivo la sustancia, yo diría -cotejando ahora los artículos- un 80% o quizá un 90%, de un 
decreto que había promovido el BPS anterior, integrado por dos Directores que representaban al Partido 
Nacional y por dos Directores que representaban al Partido Colorado. La resolución del Directorio del 26 de 
abril de 2005 -reitero, dictada a menos de un mes de que este Directorio asumiera- propicia un decreto en el 
Poder Ejecutivo. Ese decreto ya había sido promovido por el Directorio anterior -se encuentra presente el 
Director Ferrari que lo integraba, además de dos Directores del Partido Nacional y dos del Partido Colorado- 
y en su artículo 1% se establecía que las instituciones privadas que tengan como finalidad única o 
predominante la enseñanza o la práctica o difusión de la cultura y cuya actividad única o preponderante 
respondan a dicha finalidad, deberán inscribirse en los registros respectivos a efectos de poder gestionar las 
exoneraciones tributarias que entendieran les corresponde. Esto dice el decreto elaborado por el Directorio 
anterior, el que actuó antes que nosotros. Por su parte, el decreto aprobado el 14 de marzo, en su artículo 1? 
establece que las instituciones privadas que tengan como actividad única o predominante la enseñanza o la 
práctica o difusión de la cultura podrán gestionar las exoneraciones tributarias que entendieren les 
corresponde siempre que se encuentren inscriptas en los registros respectivos. Casi textual. 


El artículo 2” del decreto del Directorio anterior, con respecto al que hoy el señor Diputado Pablo Abdala 
tiene observaciones, dice lo siguiente: "Entiéndese por 'Institución' a la organización colectiva [...]"; no lo 
voy a leer porque también es textual. El artículo 3* dice: "Se considera Institución cultural [...]'"; también 


textual, y podría seguir. Puedo dejar en la Comisión la resolución del Directorio del BPS del 26 de abril de 
2005 y el decreto que promovimos. 


Ese decreto tiene el antecedente de que el 13 de junio del 2001, firmado por la entonces Gerencia General, 
fue elevado a la consideración del Directorio del BPS. Reitero que si se comparan los dos textos, el del 
proyecto de decreto y el del decreto de 14 de marzo, se ve que son casi idénticos. ¿Y qué buscaba el decreto 
que el Directorio discutió en 2001 y que promovió hasta que se fue en 2004? Decreto que además tiene otra 
particularidad que me interesa especialmente que el señor Diputado Pablo Abdala conozca: fue elaborado en 
un ámbito interinstitucional que integraban, casualmente, los mismo organismos que hoy promovimos este 
decreto, pero de gobiernos anteriores. El decreto que da origen a este del 14 de marzo fue elaborado de la 
misma forma, pero no fue aprobado; esa es la diferencia. Fue elaborado por los mismos Ministerios, y en mi 
opinión por ineficiencia no fue aprobado. Entonces, me interesa destacar particularmente este tema. 


Además, hay otro aspecto que mencionó el doctor Bruni al pasar. La Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 
1991, en su artículo 448 -que es lo que reglamenta este decreto y que buscó reglamentar el decreto que no se 
puso en práctica y que generó las situaciones diversas, caóticas en algunos casos, de resoluciones en un 
sentido y en otro que adoptaron las Administraciones- establece: "Decláranse comprendidas en la 
exoneración impositiva establecida en el artículo 69 de la Constitución de la República las Instituciones 
privadas que tienen como finalidad única o predominante la enseñanza privada o la práctica o difusión de la 
cultura". 


Destaco los términos "única o predominante", porque no es para cualquier cosa. El segundo inciso del 
mencionado artículo expresa: "Dichas institucione deberán inscribirse en los registros [...]". Y miren lo que 
dice el párrafo tercero de la ley votada en 1991, Ley de Rendición de Cuentas del Gobierno del Partido 
Nacional, en la Presidencia del doctor Lacalle: "No se considerarán comprendidos en la exoneración los 
impuestos que gravan los servicios, negocios jurídicos o bienes que no estén directamente relacionados con la 
prestación de las actividades culturales o docentes". 


Entonces, estaban de acuerdo el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio de Economía y 

Finanzas y el Banco de Previsión Social en ese decreto, pero, por una pequeña y simple discrepancia, no 
sustancial, del entonces Ministerio de Educación y Cultura -esto consta en las Actas del Directorio de la 
época; el Director Ferrari, que lo integraba, lo podrá corroborat-, ese decreto no se promovió. 


Por tanto, este Gobierno hizo lo que no se había hecho por lo menos desde 1991: reglamentar el artículo 448 
de la Ley N* 16.226. Eso fue lo que hicimos en un grupo interdisciplinario, conversando con las 
organizaciones sociales interesadas. Aprobamos este decreto que está vigente y que será, en nuestra opinión, 
una importante y poderosa herramienta. Ojalá hubiera sido aprobado hace dieciséis años, ya que habría 
ahorrado algunos problemas, que lamentablemente fueron parte de la diversidad y del caos con el que nos 
encontramos en estas cuestiones. 


También quiero destacar que todas las resoluciones que ha tomado el Directorio del Banco de Previsión 
Social, sea por unanimidad, por mayoría, con votos a favor, con votos en contra, han estado respaldadas por 
rigurosos informes jurídicos que las sustentan; forman parte del expediente y de los antecedentes de las 
resoluciones. Ha participado la Asesoría Jurídica de ATYR; hay un abogado muy importante -quizás el señor 
Diputado Pablo Abdala lo conoce-, el doctor Javier Sanguinetti, que ha firmado y elaborado sustancialmente 
todos los informes jurídicos que han dado pie a las resoluciones del Directorio, lo que mucho me importa 
destacar. O sea que este Directorio no ha actuado por antojos; en los errores y en los aciertos tratamos de 
actuar con fundamentos, con análisis, lo que nos parece muy importante. 


El señor Diputado Pablo Abdala preguntaba cómo han evolucionado algunas cuestiones y mencionó el tema 
de las iglesias. En ese aspecto este Directorio tampoco ha innovado. Desde 1998 -hace diez años- no se dan 
exoneraciones a las iglesias en el Banco de Previsión Social. No es este Directorio, no es esta 
Administración, no es este Gobierno el que ha dejado de dar exoneraciones a las iglesias. No se dan desde 
1998. Sin perjuicio de que el tema se pueda plantear y reconsiderar, digo que tenemos un muy buen diálogo 
con las tres organizaciones de iglesias en el Uruguay -la Iglesia Católica, la Iglesia Protestante y la Iglesia 
Evangélica-, con las que nos hemos reunido y estamos trabajando. Si en algún momento, por la vía legislativa 
o del decreto, aparece una norma que diga otra cosa, actuaremos en consecuencia. 


Lo que me interesa destacar muy especialmente en esta Comisión es que no es este Directorio, con mayoría 
de este Gobierno, el que ha resuelto no dar más exoneraciones a las iglesias como tales. Repito: desde 1998 
el Banco de Previsión Social no ha dado más exoneraciones; ha contestado negativamente las solicitudes de 
exoneraciones hechas por las distintas iglesias. 


Además, por si eso fuera poco, respaldando la posición que hemos sostenido, en 1999 el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo coincidió con la opinión del Banco de Previsión Social -tengo aquí la sentencia-, 
en el sentido de que las iglesias no tienen esta exoneración de aportes patronales a la seguridad social. Eso 
fue en 1999; se trató de una sentencia expresa del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de nuestro país. 


Por otra parte, me importa destacar que, por resolución del Directorio, tenemos algunos casos en suspenso, en 
función de que estamos analizando esto en conjunto con el grupo de trabajo que integran los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social, de Economía y Finanzas y de Educación y Cultura y el Banco de Previsión 
Social. Son ciento cuarenta y dos las instituciones religiosas que cuentan con exoneraciones, que -como he 
dicho- fueron otorgadas entre 1956 y 1998. De esas ciento cuarenta y dos exoneraciones, solo diecinueve 
fueron otorgadas en la década del noventa; la inmensa mayoría lo fueron en las décadas del cincuenta y del 
sesenta. Luego de 1998 no se otorgaron más. 


Reitero que estamos dispuestos a analizar esto -el Gobierno lo está-, pero el tema de las exoneraciones a las 
iglesias es una cuestión que no viene de esta Administración, sino que es anterior. Lo que sí hicimos, por 
resolución expresa de este Directorio, fue dar mayores beneficios de los que se daban antes a las iglesias; me 
refiero al período comprendido entre los años 1998 y 2007. En aplicación del artículo 5% de la Constitución 
de la República y con el respaldo de la sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del año 1999, 
hemos ampliado la concepción de la construcción de templos, abarcando anexos como, por ejemplo, un salón 
parroquial que pueda acompañar y ser parte de la actividad religiosa. 


El otro tema que me parece importante destacar -está a disposición de la Comisión si lo desean- es el relativo 
a la serie de resoluciones que hemos tomado, que no son discriminativas ni con nombre y apellido; son 
resoluciones basadas en rigurosos análisis y antecedentes jurídicos y administrativos. Por ejemplo, el señor 
Diputado preguntaba por qué algunas cosas se exoneran y otras no. La opinión general del Directorio -está 
incluida en la resolución y esta parte fue aprobada por unanimidad del Directorio- es que lo natural y 
sustancial es contribuir a la seguridad social. Como muy bien decía el Subsecretario Bruni, en el año 2006, 
las exoneraciones implicaron US$ 216:000.000, cifra que no recaudó el Estado. Podemos decir que, 
prácticamente, las exoneraciones a la seguridad social no existen en el mundo, que son casi un invento 
uruguayo. Pero, en base a los informes jurídicos, fuimos cuidadosamente respetuosos de mantener 
exoneraciones que no compartimos, pero que tienen un sustento legal. Por ejemplo, han sido aprobadas 
algunas leyes que dicen: "Tal empresa, tal Institución es artículo 69". No estamos de acuerdo con ello, pero 
mantuvimos la exoneración. Menciono el caso de COTHAIN -Cooperativa de Trabajadores Hábiles e 
Inhábiles-, que es una institución de discapacitados, que tiene una exoneración propia establecida por ley. 
Tampoco estamos de acuerdo con la Asociación de Profesionales que tiene una exoneración propia por ley, 
pero la mantuvimos. Lo hicimos así, no porque estemos de acuerdo, sino porque corresponde jurídicamente. 
El mismo doctor Javier Sanguinetti -a quien seguramente el señor Diputado Pablo Abdala debe conocer- nos 
dijo: "Esa hay que mantenerla porque tiene un sustento legal. Esa no está derogada por la Ley N” 18.083 de 
Reforma Tributaria". Entonces, la mantuvimos aunque no estamos de acuerdo. 


No estamos actuando con antojos; no estamos actuando ilegalmente; no estamos actuando de acuerdo con lo 
que se nos ocurra. Estamos actuando con seriedad. 


Creo que el país tiene una garantía muy importante en este Directorio del BPS, que es su integración, casi 
única en la Administración Pública. Me estoy refiriendo a la presencia de los Directores Sociales. Todas las 
discusiones y las discrepancias que hemos mantenido constan en las actas del Directorio. Los Directores 
Sociales opinan que las asociaciones gremiales deben estar exoneradas. Reitero que toda esta discusión 
consta en las actas del Directorio; los argumentos serios y razonables de ellos y los argumentos serios y 
razonables de nosotros. Todo eso está discutido y analizado. Los Directores tenemos nuestros servicios 
institucionales de información y de administración jurídica. Tal como lo hemos favorecido y potenciado, 
también los Directores Sociales tienen sus propios asesores; elevan sus informes, los discutimos y los 
analizamos. Podemos estar de acuerdo o no; en este caso, no estamos de acuerdo. Pero no hay nada acá que 
se pueda decir que el Directorio actúa de determinada manera. No podríamos resolver en cuanto a una 


exoneración si el Directorio no estuviera informado al respecto. No se puede hacer. Felizmente, eso no se 
puede hacer. Reitero que todo está en actas y consta en las resoluciones. Todo tiene la transparencia que 
puede tener; seguramente, habrá que seguir perfeccionando. 


Además, el señor Diputado hacía referencia a los criterios y a las líneas de acción. Pero eso fue un 
documento que forma parte de la resolución; es como si estuviera en la resolución. La resolución dice que 
eso es parte. Por lo tanto, es un acto formal del Directorio del BPS; aprobado por el Directorio del BPS. Esos 
criterios y líneas de acción se votaron punto a punto. Podemos ampliar la información. Por ende, no es que 
tengamos otros criterios o líneas de acción. Reitero que ellos son la resolución. 


Otro tema que me parece importante destacar es el caso a caso. Hoy, el señor Diputado no lo planteó 
puntualmente, sino que lo englobó en el concepto de posible discriminación. Esperemos poder aclarárselo 
ahora. ¡Ojalá pudiéramos convencerlo en cuanto a que nuestra opinión no es así! De todas formas, tiene todo 
el derecho de plantearlo, aunque tendría que probarlo. Eso sería bueno. 


Quiero decir que siempre se analizó caso a caso, porque analizar caso a caso es la historia de la 
administración del BPS. Por ejemplo, supongamos que se aprueba una ley que establece que los legisladores 
no deben pagar impuestos. Nosotros vamos a verificar quién es legislador, cuándo actúa como legislador, 
cuándo no lo es y entra el suplente, etcétera. Hay que analizar caso a caso. Miren que estoy poniendo un 
ejemplo extremo porque esto es público y notorio. Pero, reitero, que estas cosas se analizan. 


Voy a poner otro ejemplo que quizás sea más correcto y realista. Supongamos que una cooperativa tiene 
determinada exoneración. ¿Eso quiere decir que cualquiera que se autodenomine cooperativa está 
automáticamente exonerado? No, tiene que demostrar que es una cooperativa a fin de estar incluida en las 
exoneraciones que le correspondan. Pero no porque se autodenomine cooperativa, registrándose como tal, 
automáticamente va a tener la exoneración. Así se presentan situaciones confusas, grises. Hay situaciones 
dudosas. Todas estas situaciones se analizan. Pero siempre se hizo así. Podría leer ahora resoluciones de años 
anteriores de otros Directorios -a fin de no hablar de este Directorio- en las que consta que se analizaba la 
situación y se decía: "Esta sí y esta no". Se utilizaban criterios anteriores. Quiere decir que el análisis caso a 
caso no es una novedad de la Ley N* 18.083; no es una novedad del Decreto de julio de 2007. Es parte de la 
práctica de la Administración. No alcanza, por ejemplo, con que un club deportivo diga que es club 
deportivo. Tiene que cumplir con ciertos requisitos como estar federado. Pero además tenemos que ir a ver si 
es un club deportivo. Quizás se llama club deportivo pero puede estar haciendo cualquier cosa. Entonces, no 
le vamos a dar el tratamiento que le corresponde al autodenominado club deportivo, si no lo es. 


Por otra parte, quiero afirmar que tenemos una gran tranquilidad debido a la composición de nuestro 
Directorio. Miren que estas cosas las hemos discutido mucho y hemos votado en un sentido y en otro. 
Además, tenemos la gran tranquilidad que nos dan nuestros funcionarios, que ya hemos destacado en varias 
oportunidades y hoy lo vamos a hacer de nuevo. La inmensa mayoría de nuestros funcionarios son 
profesionales, aunque no posean título profesional; digo que son profesionales en la gestión. Esto es parte de 
una política que históricamente ha tenido nuestra institución. |Ellos nos elevan los informes, opinamos, 
discutimos y actuamos. Por eso también queríamos que en esta comparecencia no solamente estuviéramos los 
Directores -mucho menos solamente los del Gobierno-, sino también los funcionarios encargados de las 
ejecuciones de estas políticas, que tienen amplia historia -seguramente conocida por todos ustedes- y de 
altísima capacidad; son los que hacen a estas cosas. 


Finalmente, hay otro elemento muy importante que me gustaría destacar, que es el artículo 18 del Decreto del 
14 de marzo, por el que se crea una Comisión de Seguimiento. Además de los organismos gubernamentales 
que la integran, está compuesta por otros dos Ministerios: el de Turismo y Deporte -particularmente por lo 
que tiene que ver con las instituciones deportivas- y el de Desarrollo Social, que no integró el grupo original, 
pero que por el amplio espectro de actividades que muy bien desarrolla en el área social, educativa y cultural, 
ahora va a estar presente. Además, se integran -esta es la novedad- tres representantes de la sociedad civil y 
de las organizaciones no gubernamentales vinculadas a la educación, a la cultura y al deporte. 


Por lo tanto, con este decreto estamos dando más y mejores garantías para implementar un cambio sustancial 
que tiende a reducir una política histórica por la que no se sabía a quién se exoneraba y a quién no. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a ser muy breve porque no quiero monopolizar la palabra, ya que 
esto no es una interpelación; simplemente, promoví un llamado a Comisión y los demás Diputados 
tienen el mismo derecho que yo de intervenir y a opinar. Seguramente este tema dará para que lo 
sigamos analizando y discutiendo, porque es bastante apasionante; la discusión es muy cautivadora. 


Empiezo por decir que las dudas que planteé en mi intervención anterior se han visto ratificadas por la 
información que hemos recibido, que agradezco mucho, que es muy abundante, que vamos a releer y analizar 
con el sentido reflexivo que corresponde. Descuento que al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y al 
Banco de Previsión Social lo animan la mejor de las intenciones. No he acusado a nadie de nada, y lamento 
que el Presidente del Banco de Previsión Social se haya sentido acusado -si efectivamente así se sintió-; solo 
estoy analizando el comportamiento administrativo de la Administración. Esta habla a través de sus 
resoluciones en el caso del Directorio del Banco de Previsión Social y de decretos en el caso del Poder 
Ejecutivo y eso es lo que estamos analizando. No estamos analizando las intenciones del soporte humano de 
los órganos, sino la voluntad administrativa que se expresa en los actos jurídicos que cada organismo dicta. 
Ahí es donde advertimos que si en las mismas resoluciones administrativas no se comete discriminación, 
eventualmente se la puede llegar a cometer en su aplicación posterior. Esa es nuestra preocupación 
fundamental con relación al decreto del 14 de marzo, y en particular a su artículo 3*. 


Creo que el argumento que ensaya el Presidente del Banco de Previsión Social en cuanto a lo que se basaron 
ellos a la hora de proponer esta solución al Poder Ejecutivo, es decir, en una propuesta similar o idéntica del 
Directorio anterior, es absolutamente irrelevante, lo digo con absoluta serenidad y convicción. No estamos 
hablando de un decreto vigente ni de una norma que se haya perfeccionado, y si así hubiera sido, yo podría 
discrepar con ella. Me parece que recurrir o tener por único argumento lo que se resolvió en el pasado o lo 
que ocurrió antes puede llegar a demostrar una carencia de argumentos para explicar las decisiones que se 
toman hoy. Además, en este caso, me parece que ha quedado expresado que no estamos hablando de un 
decreto que el Poder Ejecutivo anterior haya aprobado, sino de una propuesta que el Banco de Previsión 
Social manejó. Por alguna razón será que no prosperó y una vez que fue elevada -si es que llegó a ser 
elevada-, el Poder Ejecutivo no la aprobó. El Banco de Previsión Social es un Órgano asesor en esta materia y 
administrador de lo que establece la Constitución, la ley y de lo que le dice el Poder Ejecutivo que haga a 
través de sus decretos. De lo contrario, para mi sería muy fácil demandar al Poder Ejecutivo que no haya 
mandado un proyecto de ley al Parlamento, por ejemplo, promoviendo la creación de las nuevas causales 
jubilatorias que este Banco de Previsión Social le planteó el año pasado o el otro y hasta ahora no han 
llegado. A eso le tengo que dar el valor que corresponde, el de una propuesta de un órgano asesor que no 
tiene iniciativa en materia legislativa, y que ni siquiera aprueba los decretos de este tenor porque no tiene 
competencia; los tiene que aprobar el Poder Ejecutivo y, eventualmente, el Banco de Previsión Social puede 
hacer propuestas. Nos venimos a enterar ahora que en el pasado hizo una similar a esta que finalmente se 
aprobó el 14 de marzo, pero eso no prosperó. Entonces, francamente, como antecedente, me parece que 
agrega poco a la discusión. Si llegamos a la conclusión de que esto fue un error, habrá sido por eso que se 
abortó a tiempo en el período pasado, cuando el Directorio del Banco de Previsión Social estuvo a punto de 
promover una solución similar y nada de eso ocurrió. 


La referencia a la Ley N* 16.226 me parece legítima, pero vamos a leer toda la ley. Efectivamente, contiene 
el artículo 448, que es bien distinto del decreto que se acaba de aprobar. Es verdad que el primer inciso del 
artículo 448 habla de "finalidad única o predominante la enseñanza privada o la práctica o difusión de la 
cultura". Por ahí lo deja. Como vamos a ver después, el artículo 3” del decreto es, desde mi punto de vista, 
peligrosamente casuístico. 


Además, la Ley N* 16.226 contiene un artículo 449 -porque no se termina en el artículo 448-, por el que se 
declara, por vía interpretativa que en la ley de 1960 -que hoy el doctor Bruni no recordaba- también están 
incluidas las exoneraciones a las Comisiones de Fomento Escolar, las Asociaciones de Padres y Alumnos de 
Liceos y Comisiones de Fomento o Apoyo de los Centros, etcétera. Incorpora una larga serie de instituciones. 
¿Es contradictorio el artículo 448 con el siguiente de la Ley de 1991 del Gobierno del Partido Nacional, que 
presidía el doctor Lacalle, como se ha dicho y es verdad? No; no es para nada contradictorio, porque lo que 
hace es reafirmar el criterio del artículo 69 de la Constitución, en cuanto a que la exoneración corresponde a 
instituciones educativas y culturales y después define las instituciones culturales que están incluidas. A mi 
juicio, esto peligrosamente puede quebrantar -si no lo ha hecho- el artículo 3* del Decreto del 14 de marzo, 
que no hace lo mismo, sino que es mucho más restrictivo y es una norma de inferior jerarquía. Habría que 
recurrir a la Pirámide de Kelsen, que conoce bien el doctor Bruni, que es abogado como yo, y es algo 


elemental en materia jurídica. Yo soy apenas un abogado y seguramente él sepa mucho más de derecho que 
yo, porque lo practicó durante mucho tiempo en el Banco de Previsión Social. 


El artículo 3” define a las instituciones culturales de una manera peligrosamente avara, porque dice que son 
aquellas que tienen como finalidad única y principal -eso no es lo que me preocupa- la práctica cultural, pero 
después reduce la práctica cultural al conocimiento en forma generalizada y no curricular -me parece que esa 
es una limitante- y después al deporte. La legislación es mucho más amplia que eso, toda la que hemos 
mencionado. 


El doctor Bruni ha dicho que no ha habido políticas en esta materia. Yo no lo comparto, porque políticas 
hubo, se podrá estar de acuerdo con ella o no. He hecho referencia a una sucesión de leyes que se han 
aprobado en esta materia desde la década del sesenta. 


Creo que hay un aspecto medular en este análisis y es que, aún cuando el Banco de Previsión Social, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Gobierno, el Poder Ejecutivo, tienen todo el derecho del mundo 
a impulsar estos criterios que consagraron en el artículo 3” o en el decreto del 14 de marzo, creo que hubiera 
sido mucho más prudente -quiero ser muy cuidadoso con los calificativos- que eso hubiera estado en un 
proyecto de ley para que el Parlamento, con toda la eficacia y el valor normativo que tiene la ley, 
reglamentara la Constitución, y no se hiciera a través de un decreto del Poder Ejecutivo y menos de una 
resolución del Directorio del Banco de Previsión Social, que es un Ente Autónomo. 


Estamos hablando de lo que dijimos al principio: de establecer el alcance, la extensión de determinados 
derechos y, como contracara, de fijar límites o restricciones a su vigencia y alcance; eso es materia de la ley. 
Yo sé que los criterios que manejó el señor Murro están contenidos en una resolución del BPS, pero como 
argumento me alcanza bastante poco porque, en todo caso, esto tendría que estar debatiéndolo el Parlamento. 
Reitero: en la medida en que hay limitaciones a derechos o el establecimiento del alcance del valor de 
determinadas disposiciones constitucionales, no estamos ante materia administrativa; es la ley la que debe 
establecer esas cuestiones, como lo ha hecho siempre, como ha ocurrido en todos los antecedentes que 
mencioné, tanto en los de la década del sesenta como en los de 1991. En este caso, no solo no se siguió por 
ese camino -lo que, para empezar y desde mi punto de vista, ya es objetable - sino que, además, se obró de 
una manera, por lo menos, polémica. 


El Presidente Murro decía que las instituciones religiosas han gozado de los mismos beneficios que 
históricamente se les han otorgado y yo lo tomo como válido, pero debo decir -para que se advierta que actúo 
de buena fe- que mi preocupación nace por haber hablado con algunos de los interesados. Vinieron a verme 
representantes del Consejo de Iglesias Evangélicas; me dejaron, por ejemplo, este recurso administrativo que 
hace referencia a la revocación de la exoneración de aportes patronales a una institución llamada Iglesia 
Evangélica Bautista del Uruguay que organiza una actividad vinculada con un instituto bíblico, con una 
escuela dominical, etcétera, de enseñanza gratuita de la religión a todos quienes estén interesados. No sé si 
eso entra o debe entrar o no en la exoneración; es discutible, pero entraba. Ahora no entra y, aparentemente, 
por lo menos por lo que surge de este recurso, este Directorio -no el anterior ni el otro- revocó esa 
exoneración. 


También me acercaron una lista de instituciones vinculadas con la Iglesia Católica que puedo mencionar: la 
Asociación Capuchina, las Hermanas Pobres de San José -del departamento de Tacuarembó-, la Casa Cuna 
de Santa Rita, la Asociación Uruguaya de Apoyo Familiar, etcétera. Parecería que desde que entró en 
vigencia la reforma tributaria todas estas instituciones han perdido o estarían en vías de perder sus beneficios; 
por lo menos se los sacaron y después quedaron en suspenso en función de esas marchas y contramarchas a 
las que nos referíamos recién y ahora no sabemos -no lo sé yo, y creo que ellos tampoco- en qué situación 
van a quedar a partir de la aprobación de este decreto. 


Estas son las cosas que nos preocupan. Me parece que hay un error en cuanto al origen de esto. Si en lugar de 
estar desarrollando aquí esta discusión, cuando ya se han aprobado diversos decretos del Poder Ejecutivo - 
inclusive, creo que uno fue aprobado pero no se publicó porque parecería que hubo una discrepancia en el 
seno del Ejecutivo y lo aguantaron para modificarlo después; luego apareció el del 14 de marzo-, si a partir 
de la situación que se generó en julio de 2007 como consecuencia de la aprobación de la reforma tributaria el 
Poder Ejecutivo le hubiera hecho una propuesta al Parlamento, quizás habríamos procesado este debate antes 
y habríamos alcanzado consensos que nos dejaran a todos tranquilos. En definitiva, el Parlamento es el que 
representa a la sociedad entera; inclusive la representa más que el Poder Ejecutivo, que tiene toda legitimidad 


por haber ganado las elecciones, pero también tiene todas las limitaciones de carácter constitucional que 
existen, porque por algo vivimos en un estado de derecho. 


Yo me quedo por acá, no quiero alargar esta discusión; simplemente, hago esta valoración general luego de 
las explicaciones que hemos recibido, que francamente agradezco muchísimo y que analizaremos con todo el 
detenimiento que el caso requiere. Y repito que parto de la base de que no hemos acusado a nadie y de que 
hay buena intención y buena fe tanto en el Directorio del BPS y su Presidente como en el doctor Bruni, que 
sabe muy bien el aprecio personal que por él profeso. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- A esta altura, evidentemente - 
no voy a decir nada nuevo-, aparecen las discrepancias del caso. 


Hubo un cambio -que puede haber sido bueno, malo o regular; para nosotros, es bueno- que procedió de la 
propia reforma tributaria. Por algo estamos inmersos en lo que estamos inmersos; todos sabemos a qué me 
estoy refiriendo. Según la óptica del Gobierno, el cambio trata de adecuar, de modernizar viejos conceptos 
que venían de épocas anteriores y que es necesario actualizar. Yo puedo llegar a admitir lo que dice el señor 
Diputado Pablo Abdala en cuanto a que existió una política -a esta altura, eso ya no es relevante-, pero si fue 
así, envejeció, y si envejeció hay que modernizarla, sobre todo porque se trata de un tema derivado de uno de 
los cambios más sustanciales que ha tenido este país, que es el provocado por la reforma tributaria, y aclaro 
que no voy a entrar en esa discusión. Además, como bien decía el Presidente del Banco de Previsión Social, 
las exoneraciones tienen mucha especificidad. Esto está hecho muy a la uruguaya; por supuesto, existen 
antecedentes en ese sentido, pero Uruguay le ha impuesto una impronta personal muy fuerte y, como dice el 
Diputado Abdala, también en el pasado hubo errores. Lo digo así porque no quiero imputar intenciones; me 
quedo en el error para no hablar de violaciones. La cuestión es que hubo errores de aplicación que, a veces, 
pudieron haber sido restrictivos, pero que creo se produjeron precisamente por el envejecimiento de la 
política -si es que existió- y por la evolución de los conceptos de cultura, de educación, etcétera. 


Evidentemente, este es un tema que no va a terminar acá. Creo que vamos a volver a vernos; no tengo 
ninguna duda en cuanto a ello por la época en que vivimos. Vamos a dejarlo por ahí; no digamos más nada. 
Pienso que este diálogo, este intercambio de opiniones nos hace bien a todos, sin perjuicio de que sigamos 
sosteniendo, con toda la firmeza del caso, nuestras respectivas posiciones. 


Yo rescato que todo parto genera dolor y que ahora estamos sufriendo los dolores del cambio que provocó la 
reforma tributaria, fundamentalmente en este subtema de las exoneraciones -no lo menciono así 
despectivamente-, que también siente los dolores de parto de un sistema nuevo que está tratando de enmendar 
lo que por lo menos fueron errores -repito: no quiero generar polémicas- producidos como consecuencia del 
envejecimiento de esa política que, según el señor Diputado Pablo Abdala, existió, idea que yo no tengo 
interés en controvertir; yo quiero rescatar lo otro, lo que acabo de expresar. Por lo tanto, estas serán nuestras 
últimas reflexiones con respecto a este tema, a menos que se nos requiera que sigamos hablando de esto. 


SEÑOR FERRARI.- Como representante de los trabajadores en el Directorio -esta representación ya 
tiene quince años y nosotros hemos tenido continuidad en el desempeño de esta tarea- quiero compartir 
con la Comisión nuestra visión, no solo con respecto a las exoneraciones sino a todo el sistema. Todo el 
sistema tributario tiene una relación muy fuerte y sustantiva en la construcción del sistema de 
seguridad social que queremos porque pensamos que el que tenemos necesita reformas estructurales 
muy profundas que, a su vez, requieren recursos. La cuestión es que no nos resulta ajeno de dónde 
provienen esos recursos, si se originan en un modelo tributario regresivo como el que existía en nuestro 
país, o en un sistema progresivo -como el que se empezó a dar a partir de la reforma tributaria- en el 
que quien tenga más, aporte más, a fin de poder desarrollar todas las políticas públicas, en particular, 
las de carácter social, que es necesario ampliar mucho más. Además, creemos que desde la seguridad 
social se puede hacer una más justa de redistribución de la riqueza. |Y, teniendo en cuenta estas 
valoraciones -que, en lo que tiene que ver con esta ley, son muy públicas-, es la posición que hemos 
tenido los trabajadores inmediatamente después de aprobada la ley. Cuando el señor Ministro de 
Economía y Finanzas y su equipo visitaron la Central Sindical, plantearon la necesidad de modificar 
los mínimos imponibles y demás; creemos que hay que seguir trabajando. 


En lo que respecta a los impuestos o a los tributos, nosotros somos contrarios a todas las exoneraciones en 
seguridad social. Como yo no soy abogado, no me voy a tomar el atrevimiento de discutir lo que dice el 
artículo 69 de la Constitución, que refiere a las exoneraciones de impuestos. Humildemente, entiendo que no 
debería tener una aplicación en lo que tiene que ver con los tributos de la seguridad social, ya que poseen un 
carácter específico para financiar la seguridad social, pero compartiendo la valoración que hacía el doctor 
Bruni, el tiempo pasa y no hay que estacionarse, sino ver cómo evolucionan las cosas. Cuando los 
constitucionalistas establecieron la exoneración de los aportes a las instituciones de educación o culturales, 
no se vivía la misma realidad que hoy: los hijos de los ricos van a colegios privados en los que la matrícula 
debe pagarse en dólares, mientras que los pobres financian la seguridad social de esos funcionarios, docentes 
y no docentes, que tienen todo el derecho a gozar todas las coberturas de la seguridad social, pero esta 
situación es absolutamente injusta. Algunas instituciones tienen nombres que ni siquiera están en español, y 
si uno no es hijo de Embajador o de Agregado Cultural, no puede ingresar. Sin embargo, cuando un pobre 
consume y paga impuestos, está financiando la seguridad social de esos funcionarios. Eso es absolutamente 
injusto. Cuando el constitucionalista previó las exoneraciones, no pensaba en esa situación, sino en las 
Carmelitas Descalzas, que llegaban a los lugares más apartados para dar clases. 


Otro caso distinto es el de los institutos que mantienen la lengua de inmigrantes y las tradiciones culturales de 
otras latitudes. Eso tal vez habría que contemplarlo. 


Comparto, además, que es necesario sistematizar. Voy a contarles mi experiencia personal en estos siete años, 
al no haber un decreto que reglamentara claramente la ley para que nosotros pudiéramos aplicar con justicia 
una norma aprobada por el Parlamento, recayendo en el Poder Ejecutivo la responsabilidad de reglamentarla 
para poder aplicarla. 


Reconozco las facultades que puede tener el Directorio del BPS frente a un decreto ilegal. Amparados en 
nuestra autonomía, no deberíamos aplicarlo, pero siempre se aplicaron. Este Parlamento aprobó hace doce 
años una ley que está vigente, la Ley N” 16.713. Para aplicarla, el decreto que reglamentó esa ley contuvo 
elementos ilegales porque fue más allá de la ley. La ley decía que para calcular la jubilación había que tomar 
los últimos diez años o los mejores veinte. Pero como no existía historia laboral porque nunca la quisieron 
aplicar -hay leyes de historia laboral desde principios del siglo pasado-, el decreto propuso empezar con once 
años hasta tener diez años de historia laboral. Eso es ilegal. Sin embargo, hubo que aplicarlo para poder 
jubilar, de acuerdo con las obligaciones del Banco de Previsión Social. 


No me quiero referir -porque van a pensar que estoy haciendo propaganda de la acción del movimiento 
sindical- al artículo 5” del Decreto N* 125/996, que dice que la opción de afiliarse a una AFAP es irreversible. 
La ley no dice nada en cuanto a que quien se afilió voluntariamente no se pueda desafiliar. Sin embargo, a 
quien va al BPS, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o a la Superintendencia del Banco Central a 
solicitar la desafiliación le dicen que no por un decreto ilegal. 


Este decreto y la voluntad del Directorio, por lo menos en estos últimos siete años, apuntan a tener claridad 
para aplicar la ley. Podemos poner ejemplos de situaciones a las que nos enfrentamos cada uno de los 
Directores y que debemos aplicar de acuerdo con nuestra interpretación, en función de la libertad e 
independencia que nos otorga la ley y de la correlación de fuerzas existente. Tenemos círculos policiales con 
exoneraciones y círculos policiales que no las tienen. Esta situación es vieja, se remonta a muchos años. 
Definieron que era de carácter gremial. Yo no sé si tiene carácter gremial un círculo policial. 


También tenemos situaciones por las que, antes de una campaña electoral, un garaje se blanquea -sin alusión 
a ninguna fuerza política- poniendo un club o baluarte para acceder a la exoneración. Pero después de 
pasadas las elecciones sigue siendo una cantina adonde hay un billar o un futbolito. Eso se da en Montevideo 
y en el interior del país y se interpretaba que estaban exonerados. 


Podemos seguir poniendo ejemplos de cuestiones que en estos años hemos conocido, hemos vivido, y que es 
necesario sistematizar en forma muy clara para saber cómo aplicar la ley. 


Como muy bien decía el Presidente del BPS, nosotros votamos en contra de los artículos que refieren a la 
quita de la exoneración a las gremiales, no solo de trabajadores sino a las gremiales de empresarios, así como 
de jubilados y pensionistas. Amparados en el artículo 57 de la Constitución -que refiere a dar estímulos 
fiscales para la conformación de organizaciones gremiales en lo que tiene que ver con los sindicatos-, creo 
que esos estímulos tienen que ver con la exoneración que la Ley N* 12.802 nos da. Y una interpretación 


restrictiva llevó a que se definiera que los sindicatos no tengamos ese beneficio. ¿Por qué los sindicatos 
reclamamos tener la exoneración? Por la razón del artillero: si se siguen manteniendo exoneraciones ¿por qué 
nos dejan afuera a nosotros? 


Por supuesto que nosotros apostamos a estímulos para sectores de actividad que sean de interés social o 
productivo para la Nación y no, como en la década del noventa, a exoneraciones para toda la industria 
manufacturera, a algunas de las cuales todavía estamos por cobrarles los aportes de los trabajadores porque 
desaparecieron. Tuvieron esos beneficios durante toda esa década y hasta ahora, cuando la reforma tributaria, 
por razones de equidad y justicia, trató de unificar el aporte patronal al 7,5%, con excepción de las 
Intendencias Municipales. De lo que se trata es de que, no importando si el sector es público o privado, las 
contribuciones para el financiamiento de la seguridad social se haga con los aportes obreros y patronales, 
aunque hubiésemos preferido que los aportes patronales, como en la mayoría de los países del mundo, estén 
muy por encima de los aportes de los trabajadores. Sin embargo, los trabajadores uruguayos, para lo que tiene 
que ver con el financiamiento de invalidez, vejez y sobrevivencia, pagamos el doble que los patrones. 
Muchas veces se nos pone de ejemplo a Nueva Zelanda, a países de Europa y otros a los que deberíamos 
emular, pero allí las contribuciones en seguridad social -que son una inversión y no un gasto- son 
sustancialmente superiores. 


Por eso creo que es importante contar con normas, ya sea leyes o decretos, para que nosotros, que tenemos la 
responsabilidad de resolver cada uno de los casos que se presenten al Directorio, podamos otorgar, de 
corresponderles, la exoneración a cada uno de ellos lo más ajustados a derecho. 


SEÑOR MURRO.- Respecto al decreto al que hacíamos referencia, insisto en que si desde 1991 
hubiéramos tenido una norma reglamentaria, las cosas habrían andado mucho mejor. No es un decreto 
del BPS; esta institución lo promovió pero fue un decreto elaborado en 2003 por los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y de Educación y Cultura, por la Dirección General Impositiva y el BPS. 
Según consta, no fue aprobado porque hubo una pequeña diferencia por un tema menor, no sustancial, 
de una observación que hizo el entonces Ministerio de Educación y Cultura. 


Otro aspecto que me interesa destacar es el hecho de que tal cual lo señalara hace unos instantes el Director 

Ferrari, hemos tratado de estudiar esos antecedentes, porque reitero -consta en actas del Directorio del BPS-, 
cada vez que nos aparecía un problema decíamos: "Por qué no habrán aprobado el decreto". Y no lo dijimos 
nosotros, también los Directorios anteriores. 


En cuanto al artículo 3” del decreto del 14 de marzo sobre el que hacía hincapié el señor Diputado Pablo 
Abdala, quiero decir que es un borrador textual del decreto anterior que, lamentablemente, no fue aprobado. 


Para complementar la versión taquigráfica respecto a instituciones religiosas, encontré el antecedente. Se 
trata de la Sentencia 73/99 del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de 1? de marzo de 1999, que 
respalda la posición que el BPS ha tomado conforme a la cual la exoneración comprende solamente a los 
templos dedicados al culto de las diversas religiones y no a las instituciones como tales. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Quería hacer algunos comentarios, sobre todo porque el señor Diputado 
Pablo Abdala dijo que después va a estudiar la versión taquigráfica de esta sesión y no quería que 
quedaran algunos aspectos sin aclarar, sin perjuicio de que comparto prácticamente en un 100% lo 
relatado por el Presidente Murro, porque así se dieron los hechos en el Banco de Previsión Social. Allí 
se dijo que nosotros habíamos votado y que compartíamos -eso es cierto- que la seguridad social no 
debe ser un instrumento -o por lo menos no tendría que ser utilizado como un instrumento- para 
políticas ya sea sociales o productivas. En esos casos, lo correcto es aplicar subsidios explícitos y en esa 
línea también estamos nosotros afines. Consideramos que esos subsidios explícitos deben tener 
objetivos por lo menos cuantificables, a los efectos de poder evaluar después los resultados acerca de si 
fueron alcanzados o no y si el sacrificio que hizo toda la sociedad para poder otorgarlos se vio de 
alguna manera compensado con los beneficios de su aplicación. Hasta ahí estamos totalmente de 
acuerdo. De todos modos nosotros, que no estábamos en el Directorio cuando se elevó la propuesta que 
después fue recogida por la Ley N” 18.083 en cuanto a dejar sin efectos las exoneraciones a la industria 
o por lo menos ese paquete de sugerencias, siempre dijimos que nos parecía un disparate que las 
exoneraciones se quiten de un día para otro. ¿Por qué? Hay que estar y vivir dentro de una empresa 
para saber el golpe que significa que de un mes para el otro -en este caso justo coincidió en un mes en 


que había aumento de salarios- la masa salarial se le incremente en un 7,5% cuando se trata de 
empresas que fundamentalmente son del sector industrial, porque la industria manufacturera compite, 
aun cuando esté volcada al mercado interno, con lo que viene del exterior. Creo que fue un golpe 
brutal. Sé que más de uno me va a decir -ya me lo han comentado en alguna ocasión- que no ha habido 
un cierre masivo de industrias manufactureras. Pero en este caso es lo mismo que le sucede a una 
persona cuando le viene cáncer, no muere de un día para otro; es un proceso. Yo quiero ver qué va a 
pasar dentro de un tiempo con las industrias de nuestro país cuando para mí es muy importante 
apostar al país productivo. Creo que ha sido un error y esas exoneraciones debieron ser sustituidas por 
subsidios seguramente del Ministerio de Industria, Energía y Minería, de la misma forma en que hoy 
lo hace el Ministerio de Desarrollo Social estando dispuesto a apoyar y subsidiar los aportes de estas 
instituciones que tengan convenios. Considero que algo habría que hacer por las industrias porque si 
no nos vamos a quedar con un país con muy pocas industrias y quiero destacar, con muy pocas 
empresas. 


Si bien compartimos que la seguridad social no debe ser un instrumento para políticas y no deben hacerse 
exoneraciones, creemos que debió haber una gradualidad, porque a la larga vamos a ver los resultados. 


Por otro lado -creo que esto es consecuencia de un montón de leyes que se vienen aprobando en forma casi 
sistemática golpeando a las empresas, porque de una manera u otra terminan afectando sus costos- nos 
encontramos con que en este país nadie quiere ser empresario. Todos queremos primero ser bancarios o 
empleados públicos. He constatado que cuando en los grupos de la Facultad pregunto quién quiere ser 
empresario, por allá aparece uno que dice que sí, pero debe estar fuera de órbita, porque es difícil querer ser 
empresario en un país donde tenemos, reconocido por el Secretario General de la CEPAL -en el día de ayer se 
publicó en la prensa- un 40% de informalidad. Aunque los números en el BPS vienen aumentando, así como 
la cantidad de cotizantes, según estudios recientes, la CEPAL manifiesta que tenemos un 40% de 
informalidad. Entonces, cómo competimos con lo que viene del exterior libre de impuestos, con aportes cada 
vez más altos, con la competencia de los informales, porque las cargas sobre las empresas son cada vez 
mayores. El atractivo de estar en la informalidad no es la ganancia que da la empresa sino lo que se puede 
ganar por eludir los impuestos, por no pagarlos o directamente evadirlos. Nos preocupa la competencia 
desleal así como también la solidaridad, porque a veces hablamos de que se vulneró o está perforada, pero 
hay que ver de qué solidaridad estamos hablando y hay que ver todo como un sistema. Me parece que nos 
habíamos ido hacia un extremo -siempre discrepé con la flexibilidad laboral que se estaba promoviendo-, 
pero ahora creo que nos estamos yendo hacia otro extremo, en el que todo lo que importa es lo social y nos 
estamos olvidando de que alguien tiene que pagar la fiesta y si no tenemos empresas rentables ni un país 
productivo no vamos a poder hacer políticas sociales, no vamos a poder hacer mucha cosa. 


Coincido con las expresiones del Director Ferrari, representante de los trabajadores en cuanto a que no 
estamos de acuerdo con que se interprete que le Ley N* 12.802, así como otras leyes interpretativas de los 
artículos 5 y 69 de la Constitución fueron derogados por la Ley_N* 18.083, porque si se hubiese querido 
derogarlos se habría establecido expresamente. En ese sentido -como muy bien dijo el Presidente Murro-, los 
criterios que allí se plantearon tienen distintos puntos y en cada uno de ellos los Directores votamos en forma 
negativa. Me interesa también destacar que para nuestro sector empresarial el fomento de las prácticas 
religiosas es cultura. Por lo tanto, también en ese punto tuvimos discrepancias. Y como se ha estado hablando 
de la discrecionalidad y de que las cosas evolucionan y que de pronto las políticas quedaron atrasadas, quiero 
poner el acento en que hay que controlar muy bien qué es lo que se va a exonerar o subsidiar en forma 
explícita por convenio con el Ministerio de Desarrollo Social. Sabemos que hay una cantidad enorme de 
ONG y que muchas de ellas deben ser estudiadas para saber si realmente cumplen o no con todos los 
requisitos. Dentro de un tiempo, no quisiéramos arrepentirnos de haber volcado una cantidad de dinero a 
organizaciones que no cumplen con sus objetivos. Creo que hay que extremar los controles sobre ese tipo de 
organizaciones. 


Por último -desde nuestro punto de vista, tal vez sea uno de los aspectos más importantes-, señalo que hace 
unos minutos se dijo que el aporte patronal es el menor en el mundo, que es muy bajo y que es más alto que 
el aporte obrero. En primer lugar, aclaro que el aporte patronal y el aporte obrero salen de un mismo lugar, 
que es la empresa; no sale del bolsillo del trabajador, sino que se trata de masa salarial de la empresa. O sea 
que nos daría lo mismo pagarlo como aporte patronal u obrero, en tanto que la cifra, en su conjunto, no sea 
excesiva y estimule a estar en la informalidad por significar un ingreso interesante apropiarse de esa partida. 
Quedó muy claro en el diálogo de la seguridad social -y creo que, felizmente, el Ministerio de Economía y 


Finanzas logró interpretar lo que manifestábamos- que el aporte patronal no es solamente de un 7,5%, sino 
que, en algunos casos, cuando incluimos el complemento de la cuota mutual, que afecta, fundamentalmente, 
a las micro y pequeñas empresas, que son las que por no tener economías de escala y por tener baja 
productividad tienen los salarios más bajos, el aporte global patronal llega casi al 30%; bajó un poquito este 
mes porque el complemento de cuota mutual tuvo una rebaja equivalente a $ 100, que es un 6%. O sea que la 
mayor parte del aporte patronal en nuestro país, que es el que corresponde a las micro y pequeñas empresas, 
llega al 30%. Es decir que lo que se dijo respecto a que tenemos el aporte más bajo hay que tomarlo con 
pinzas. 


Tampoco debemos olvidar que desde la Ley N* 16.713, el aporte obrero, prácticamente en su totalidad, 
sacando las excesivas comisiones que cobran las AFAP, va para la cuenta individual del trabajador, por lo 
menos en el caso de aquellos que están comprendidos en ese régimen. Por lo tanto, si el aporte obrero es más 
alto está beneficiando más al trabajador; de la otra manera, se destinaría para financiar el sistema solidario. 


SEÑOR STARI.- Los uruguayos tenemos una tendencia fabulosa a abarcar todos los temas, cualquiera 
sea el punto en discusión, y no quiero caer en esa tentación. Simplemente, deseo señalar mi apoyo al 
planteo que se hizo desde la representación del BPS, por parte del señor Presidente Murro y, en 
especial, del señor Director Ferrari, en cuanto a nuestra posición y ubicación en esta discusión. 


Esto es lo único que quiero decir en este momento. Llevamos casi dos horas de debate y creo que lo que se ha 
dicho ha sido suficiente. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Cuando anteriormente hablé de solidaridad, me perdí, pero lo que quería 
decir es que, por la forma jurídica, se mantuvieron exoneraciones que también afectan la competencia 
leal. Y esto no significa confundir una cosa con la otra; todo esto hace al sistema. No podemos dejar de 
hablar de competencia pese a estar hablando de seguridad social. Las formas jurídicas a que me 
refiero son las relativas al sistema cooperativo, que obligaron a que tuviésemos que exonerar a las 
instituciones de salud, de transporte colectivo de pasajeros, de transporte individual y de otra cantidad 
de actividades empresariales por la competencia desleal que les significaba que el sistema cooperativo, 
por ley, hubiera sido exonerado de aporte. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No pensaba hacer uso de la 
palabra nuevamente, pero la intervención de la contadora Domínguez me lleva a hacer una pequeña 
precisión. 


Podríamos hablar horas sobre una afirmación que realizó acerca del péndulo, que no quiero dejar pasar sin 
hacer alguna mención. Ese concepto ha estado muy en el tapete del análisis público en estos últimos meses. 
Inclusive, se me adjudica una frase que es cierto que dije y la reitero. Este es un tema que está fuera de toda 
discusión y no es el motivo de la convocatoria, pero no quería asentir, con mi silencio, a algunas de las 
afirmaciones que realizó la contadora Domínguez, con las que discrepo radicalmente. 


SEÑOR BLASINA.- Independientemente del tiempo que llevamos en esta reunión, hemos llegado a un 
punto que habilita a pensar lo que sugería un planteo -que, por cierto, ya había sido realizado antes- 
del Presidente del Banco de Previsión Social en cuanto a encuentros bimensuales. 


En particular sobre este tema, una de las conclusiones que se pueden sacar es que esta historia no está aún 
finalizada, puesto que, entre otras cosas, están en marcha y en estudio aspectos complementarios a este 
decreto del 14 de marzo. 


Por otro lado, en su último artículo el decreto establece una Comisión de seguimiento, que nos parece un 
paso acertado por el hecho de constituirse y por su integración. Ahora bien, creo que la Comisión de 
seguimiento -a pesar de que no se dice explícitamente- está concebida en la medida en que participe de las 
decisiones que se vayan adoptando, aunque en última instancia, la decisión corre por cuenta de los 
organismos correspondientes desde el punto de vista institucional. Eso está muy claro. Pero, al mismo 
tiempo, esa Comisión de seguimiento está integrada por el Banco de Previsión Social y por los Ministerios, y 
creo que es un buen punto de vista y, además, justificaría que siguiéramos tratando el tema en esta Comisión. 


Cuando haya elementos, no para discutir sobre cualquier cosa o tomar un tema y luego irnos hacia otros -no 
formulo esto como crítica, sino como algo natural que casi siempre sucede-, venimos y lo discutimos. 


Creo que debemos centrarnos en el tema que estamos discutiendo; cuando se quiera discutir uno distinto, lo 
haremos, pero considero que debemos ceñirnos al que hemos estado debatiendo en el día de hoy, que me 
parece interesante, inclusive, para aclarar algunas cosas desde el punto de vista personal. Insisto en que esto 
más que justifica el hecho de que este tipo de encuentro se vuelva a realizar en el tiempo que sea necesario, ni 
antes ni después. 


En función de los objetivos que tenía esta convocatoria, creo que se ha dado un paso hacia delante, en el 
sentido de aclarar una serie de conceptos. Sin embargo, pienso que hoy deberíamos dejar establecido un 
nuevo encuentro -obviamente, sin fecha- a los efectos de que el Parlamento, a través de la Comisión de 
Seguridad Social de la Cámara de Diputados, siga empapado de lo que se resuelva en el ámbito que se 
constituya a partir del decreto. Me parece que esto es muy importante porque, además, hace a un aspecto que 
tiene que ver con el control parlamentario, dado que en esta Comisión, que, con acierto, conforma el decreto, 
hay Ministerios directamente involucrados. 


De manera que, sin ánimo de finalizar la reunión con lo que estoy diciendo, creo que se cumplió el objetivo y 
se formularon las distintas opiniones. Por supuesto, todo esto queda para un estudio más profundo, sobre 
todo, de quienes no estamos tan empapados como aquellos que han participado más extensamente en este 
tema. 


Asimismo, creo que sería sano tomar la sugerencia del Presidente del Banco de Previsión Social, que sé que 
no es solo sobre este tema sino que la generaliza a asuntos realmente importantes que sean pasibles de un 
intercambio en este ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero rescatar un punto que para mí es sumamente sensible: estamos 
saliendo al rescate de la solidaridad. Obviamente, la solidaridad debe ser de ida y de vuelta. A veces, 
embebidos de una cultura cristiana, concebimos la solidaridad de recibir y no la de dar, es decir, la 
contrapartida. Si retomamos el camino de afirmar y de reconstruir el espíritu solidario de la seguridad 
social, la sociedad no lo va a sentir como una carga sino como un intercambio. Algunas veces uno 
percibe que hay sectores que se han acostumbrado a recibir bonificaciones, hasta quizás en nombre de 
que están ejerciendo el bien, y se pierde ese espíritu de que el bien también pasa por dar. No se trata 
solo de enseñar que otros den, sino que también hay que poner de uno. La verdadera solidaridad es 
cuando ponemos la que nos duele. 


Para mí fue muy claro el informe. Creo que se está retomando algo que ya tuvo Uruguay, que fue una 
seguridad social realmente equilibrada o, por lo menos, lo más equilibrada posible. Me refiero a que todas las 
partes ponemos para subsidiar a los que ya no pueden poner y tampoco pueden subsistir por sus propios 
medios. 


SEÑOR MAÑANA.- Agradezco la presencia del señor Subsecretario Bruni y de sus asesores y del 
Directorio del Banco de Previsión Social y de sus asesores. 


Hemos tomado conocimiento de la Resolución N* 43-1/06, que dictamina sobre los nuevos criterios de la 
valoración de la prueba de los servicios anteriores a la vigencia de la historia laboral. Básicamente, esta 
norma permite jubilarse con diecisiete años y medio reconocidos o registrados documentalmente y con diez 
años en las mismas condiciones por edad avanzada, y a los anteriores al 1” de abril de 1996 solamente con 
una declaración jurada y no exige la presentación de testigos. 


Confieso que hemos hecho algunas consultas jurídicas y, más allá de que pueda haber otra opinión, este 
nuevo criterio de valoración permite reconocer los servicios sin probarlos. El Presidente del Directorio del 
BPS, señor Murro, ha dicho que no se toma ningún tipo de resolución sin hacer las consultas jurídicas al 
respecto. Nosotros hicimos un pedido de informes en el mes de diciembre del año pasado, que todavía no ha 
sido contestado. Por eso aprovechamos la presencia de las autoridades en esta Comisión para evacuar las 
consultas que hacemos en el pedido de informes. Seguramente existe algún informe jurídico respecto a esta 
resolución, y nos gustaría conocerlo; tal vez hoy esto no pueda ser, pero sin duda será respondido en el 
pedido de informes. 


Por otra parte, nos parece inconveniente que una decisión de este tipo sea tomada -esta es una apreciación 
personal- por el Directorio del Banco de Previsión Social. Creemos que una medida de este tipo debería tener 
un rango mayor; tal vez, la vía legal hubiera sido la adecuada. 


Suponemos que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social estaba en conocimiento de esta resolución. 
Preguntamos esto porque conjuntamente con el pedido de informes dirigido al BPS elevamos uno al 
Ministerio de Economía y Finanzas, cuya respuesta denota desconocimiento de esta resolución. Además, yo 
obtuve esta información y cuando quise verificarla, no encontré la resolución en la página web del Banco de 
Previsión Social. Cabe aclarar que esta no es una resolución menor, ya que permite a muchos trabajadores 
obtener la causal jubilatoria con la sola presentación de una declaración jurada, a pesar de que en el 

artículo 5” el BPS se guarda el derecho de investigarla. De cualquier manera, nos parece que la medida es un 
poco discrecional; digo esto sin ánimo de ofender a nadie. Creo que cuando se toma una resolución se debe 
pensar no solamente en el momento actual, en quienes están a cargo del Directorio del BPS, sino también en 
quienes vendrán. 


Básicamente, esto es lo que nos preocupa. Queremos saber por qué esta resolución, dada su importancia, no 
ha tenido una manifestación más pública y por qué no figuraba en la página web. Más allá de las 
explicaciones que seguramente nos darán, sobre todo, el Directorio del BPS, me reservo el derecho de 
formular nuevas preguntas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bianchi) 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero hacer algunas 
reflexiones y también, sin ánimo peyorativo, alguna pequeña corrección. 


En primer lugar, todos estarán enterados de cuál es el ámbito subjetivo, técnicamente hablando de esta 
resolución, y cuáles son las condicionantes o los requisitos que para ello se exige, es decir, una única 
pasividad, los anteriores al 1” de abril de 1996. Lo doy por hecho, o por conocido, más que por hecho. 


En segundo término, el señor Diputado se plantea alguna reflexión respecto a la importancia de esta 
resolución de 2006. Creo que hay que formular algunas precisiones, y en este sentido, contra mi costumbre, 
pretendo hacer alguna precisión técnica. Acá soy un representante político, pero contra mi costumbre 
realizaré una precisión técnica. En primer lugar -no lo dijo el señor Diputado Mañana; lo aclaro-, se trata de 
una resolución, con los requisitos que acabo de expresar, reglamentaria de alguna norma de mayor jerarquía 
que, primero, no crea ningún medio de prueba, en absoluto. No se crean nuevos medios de prueba. 
Simplemente se trata de una referencia a los medios existentes y a los criterios de evaluación que tendrá el 
Banco de Previsión Social para los medios existentes. Me parece que es una precisión técnica importante. 
Insisto con que no se crea ningún medio de prueba. En segundo término, es necesario hacer otra precisión 
técnica. Hay una presunción, que tampoco es un nuevo medio de prueba, sino una inferencia lógica. Todos 
quienes hemos estado en el mundo del derecho sabemos que los hechos presumidos están eximidos de 
prueba; el señor Diputado Pablo Abdala como doctor lo sabe. Es decir, segunda precisión: la presunción no es 
un medio de prueba, sino una inferencia lógica que se hace del que va a tomar una decisión. En ese sentido, 
no se está innovando para nada. Lo que está haciendo el Banco de Previsión Social es establecer 
determinados criterios de cómo evaluará los medios probatorios existentes. 


Me parece que es importante hacer esta precisión. Comprendo que este aspecto es muy técnico para quien no 
está en el mundo jurídico, pero si no se aclara el punto puede llevar a errores de interpretación. 


¿De qué criterios se trata? Previamente, debemos decir otras cosas. En 1978 se adoptó algún criterio que 
admitía el cómputo ficto, se admitía un 50%, siempre que se tuviera el 50% documentado. Se trataba del 
Comunicado N* 3/98, y existe alguna ley que también refiere al tema, pero era una ley y dejémoslo por ahí. 
Quiero decir que esta resolución no crea medios de prueba, sino simplemente criterios de apreciación de la 
prueba, que la presunción no es un medio de prueba sino una inferencia que hacen quienes tienen que juzgar 
y, además -acá voy a hablar como representante del Ministerio, y ya no a hacer precisiones jurídicas-, esta 
resolución no se hizo para sanear algo, porque se entendía que había que favorecer a alguien. La resolución 
de 1978 declaró probados a todos quienes hubieran declarado servicios anteriores, una especie de 
saneamiento de una situación que la puedo llegar a compartir. En cambio, esta resolución tiende a atender un 
problema de justicia y de reconocimiento a trabajadores que no pueden, no han podido y no podrán probar 


sus servicios, en épocas donde existe dificultad para presentar documentos, dificultad para encontrar testigos 
anteriores al 1” de abril de 1996. En épocas de evasión, de rotación de empleos, de empleos parciales, esos 
son los criterios que fundamentan haber adoptado una resolución que, insisto, no es para sanear, que no crea 
nuevos medios probatorios, y no es, como lamentablemente muchas veces se dijo en el pasado, por simple 
amiguismo. No, se hizo porque se entendió que existía un problema de justicia ante las dificultades. 


Quería precisar este aspecto porque me parece que contribuye a esclarecer el asunto. No podemos comparar 
una resolución equis, cualquiera sea -como la que admitía los servicios anteriores a 1978 por declaración, que 
puede ser compartible en momentos de dificultades, en un momento de sanear determinas lógicas que a veces 
llevan a la pérdida de derechos-, con una que tiene este sustento, máxime cuando el nuevo sistema de 
seguridad social también ha exigido -como todos sabemos- trabajar y además cotizar, etcétera. Esa es una 
discusión en la que no debemos entrar. 


Existe un informe del Banco de Previsión Social -obviamente, voy a dejar que lo desarrolle la institución- 
que en líneas generales nos está diciendo, de acuerdo con informes de sus servicios técnicos, primero, que es 
un tema que ya existía anteriormente y, segundo, los resultados de la aplicación de esta resolución de 2006. 
Tengo los números en mi poder, pero no los voy a comentar para no reiterar argumentos, y voy a dejar que 
los explique el Directorio del Banco de Previsión Social. No obstante, la mención de un simple número nos 
va a dar una pauta: las jubilaciones se redujeron un 5,87%, guarismo alcanzado solo por la aplicación de esta 
resolución. Estamos hablando de que solo un 16% del total de las jubilaciones accedió por este medio. 


El informe del Banco de Previsión Social puede desarrollar con mucho mayor detalle de lo que yo pueda 
decir. Son elementos que debemos tener en cuenta, así como que en un pasado -y en ese sentido no adjudico a 
ningún Directorio ni a ningún partido- las jubilaciones demoraban siete, ocho, nueve o diez meses en ser 
concedidas. Este tipo de resolución -que repito que no violenta absolutamente nada, porque no crea ningún 
medio probatorio- logró una economía procesal, como dice textualmente el informe del Banco de Previsión 
Social. 


Entonces, esos -y algunos otros elementos, si existieran repreguntas, que pudiéramos explicar, y lo que 
supongo irá a decir el Banco de Previsión Social- son los aspectos que llevaron a crear esta resolución con la 
competencia que tiene a esos efectos el Banco de Previsión Social que, repito, en materia jurídica no ha 
innovado absolutamente nada, sino solo dijo que ellos ese medio de prueba lo valoran de esa forma o de la 
otra, como lo hace cualquier Juez, cualquier tribunal. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Esteban Pérez) 


Comprendo la inquietud, pero creo que hay posiciones, decisiones gubernamentales de carácter 
político, que necesitan explicarse en sus fundamentos técnicos porque si existen errores en la 
explicación técnica existirán consecuencias políticas que también serán equivocadas. Repito que no se 
ha innovado en nada; se trata de criterios de apreciación de la prueba y presunciones de 50% o 66%, 
según sea jubilación común o avanzada. La presunción no es un medio de prueba, sino una inferencia 
lógica que la hace quien juzga. Disculpen si me he extendido en la parte técnica, pero me parecía 
necesario hacerlo para llegar a la conclusión -que comparto- sobre en qué consiste la Resolución del 
año 2006 y qué busca. 


SEÑOR MAÑANA.- Me referí a los nuevos criterios de evaluación de la prueba, pero no lo digo yo, 
sino que lo establece la Resolución del Directorio del BPS. 


La pregunta es: ¿Este nuevo criterio o este nuevo formato está creado por esta Resolución? 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Reiteré en varias 
oportunidades que se trata de nuevos criterios de evaluación de la prueba; lo reiteré casi hasta el 


cansancio. Lo digo porque, quizás, puede haber habido mala audición o una mala interpretación. 


SEÑOR MAÑANA.- Lo entendí perfectamente, pero lo cierto es que a partir de esta Resolución 
alguien se puede jubilar con diecisiete años y medio comprobados y con diecisiete años y medio 


determinados en una declaración jurada. Es así. No hay otro resultado de la elaboración de esta 
Resolución, y eso sí es nuevo. 


SEÑOR MURRO.- Sinceramente, tengo la sensación de que es muy puntual lo que estamos hablando. 


El señor Diputado Mañana sabe que le tengo una alta consideración; además, cada vez que nos ha llamado 
hemos conversado; capaz que hubiéramos podido conversar de esto antes, posibilidad que ofrecemos todos 
los Directores y Gerentes que estamos acá. Habitualmente, los Directores del Banco de Previsión Social y los 
Gerentes conversan con los legisladores. 


Adviertan los resultados. En cuanto a las altas de jubilaciones por primera vez, a las jubilaciones nuevas, en 
el año 2002, hubo 10.384; en el 2003, 11.041; en el 2004, 11.365; en el 2005, 10.307; en el 2006, 11.444; en 
el 2007 -año en que esta Resolución empezó a regir-, hubo 10.762. Es decir que en el año 2007 cayó un 6% el 
número de nuevas jubilaciones. Para mí, esto es como dice el tango: "Las pruebas de la infamia las guardo en 
la maleta". Acá no hubo los aflojes que se produjeron en otros tiempos. 


En ese sentido, puedo decir que entré al Banco de Previsión Social en 1992, cuando cada Director podía 
otorgar veinticinco prontos despachos por mes y había una comisión que los controlaba. Había cien prontos 
despachos por mes ordenados por el Directorio, por los cuatro Directores que lo integraban. Por suerte, eso se 
eliminó en el Banco de Previsión Social. Eso era un problema. 


¿Qué se hace ahora? Cuando una persona va a jubilarse, se le muestra la Resolución, se le informa; se le 
explica la Resolución -hay que explicarle a la gente y los funcionarios lo hacen- y se le dice que puede optar 
por el mecanismo establecido en la Resolución N* 43-1/2006 o por los otros que existen. Se le explica a la 
gente en un mano a mano, que es mucho mejor que tener la información solo en la página web. Realmente 
me tocó con lo que se dijo de la página web, porque nunca se publicó tanto en el Banco de Previsión Social 
como ahora, nunca hubo tanta información, tantas resoluciones ni documentos. En el año 2001, en el BPS 
estaba prohibido decir cuánta gente había en el seguro de paro, cuántas miles de personas se encontraban en 
el seguro de paro; estaba prohibido, era información reservada. Ahora publicamos, difundimos, damos a 
conocer la información y enviamos los documentos a los señores legisladores. 


Decía que se explica a la gente cuáles son los mecanismos. ¿Cuántos optaron por usar este mecanismo? Solo 
el 16% del total de altas. En el año 2007, de las 10.772 altas, solo 1.739 resolvieron que se les aplicara esta 
Resolución. Adviertan que en ese mismo año, respecto a los años 2006, 2004 y 2003 -cuando no existía esta 
Resolución-, se produjo una disminución de un 5% o un 6% de nuevas jubilaciones otorgadas. Acá no hubo 
ningún afloje ni ninguna situación discrecional. 


¿Qué buscamos? Tenemos un problema histórico, y ese es el tema. Cuando la gente se presenta para 
jubilarse, nos encontramos con que la historia laboral está bastante bien -cada vez mejor- desde el año 1996 
hasta ahora, pero desde ese año para atrás la seguimos reconstruyendo, porque antes no se quería hacer la 
historia laboral -como dijo acá, de pasada, el Director Ferrari-; en el Uruguay, la historia laboral está vigente 
desde 1919, pero no se quería hacer. Los Directores sociales que entramos en 1992 impulsamos que esta se 
hiciera y logramos que se empezara a aplicar en 1994. Nosotros tenemos que reconstruir la historia laboral y, 
para hacerlo, la gente viene y hace la declaración; luego empezamos a investigar y hacemos inspecciones. 
Nosotros vamos a cumplir con eso que no se ha cumplido. Los Directores anteriores que impulsaron la ley 
nunca la cumplieron; era un requisito. Por ejemplo, cuando empezamos a reconstruir la historia laboral de los 
funcionarios del Banco de Previsión Social -y de las cajas históricas-, el promedio que teníamos registrado 
era desde 1988 en adelante. ¡En el Banco de Previsión Social! Imaginen la situación de un obrero de la 
construcción que trabajó en una estancia en 1950, para no ir más atrás, o la de una trabajadora doméstica. 


Entonces, nosotros no hemos aplicado ninguna discrecionalidad -agradezco lo que dijo en ese sentido el 
señor Diputado, de pasada, pero firmemente-, ninguna cosa extraña. El Directorio no interviene para decir si 
una persona se jubila o no; solo se involucra cuando las personas presentan un recurso ante el Directorio, lo 
que me parece muy importante. 


¿Cuál es el mejor efecto que ha tenido esta Resolución? El acortamiento de los plazos. En primer lugar, lo 
que ha sucedido es que no se incrementó el número de jubilaciones. Acá no se produjo ese afloje del que 
deben haberle hablado al señor Diputado; los números están acá y fueron dados por los servicios del Banco 


de Previsión Social. Las jubilaciones no solo no aumentaron, sino que disminuyeron. Nosotros queremos que 
aumenten y que haya cada vez más jubilados en regla, como corresponde. 


En segundo término, me voy a referir al 16% de los casos que optó por este mecanismo, basado en otro 
estudio que hizo nuestra Gerencia. Está presente en esta reunión el Director Técnico de Prestaciones. 
Antonio, ¿cuántos años hace que estás en Prestaciones? 


SEÑOR SOUTULLO.- Hace cincuenta años. En el año 1958 mi primera tarea fue tomar declaraciones 
de testigos. 


SEÑOR MURRO.- Decía que, de acuerdo con nuestros Servicios, el 16% de los casos que optó por esta 
resolución igualmente se hubiera jubilado por los otros mecanismos existentes. Esto es lo otro 
importante. Ese 16% -que es sólo un 16%- igualmente se hubiera jubilado por los otros mecanismos. 
Lo que sí logramos fue una reducción en los tiempos de tramitación; en eso de hacer venir a la gente, 
de traer testigos, de que los trajeran de nuevo, de que aportaran otros testigos, de visitar el barrio, 
etcétera. Ustedes reciben a la gente, y también a la que se queja de nosotros porque vamos a 
inspeccionar el barrio donde vivió hace cincuenta años con la foto actual y no los conoce nadie. 
Entonces, lo que buscamos es hacer estas cosas. En ese sentido, tengan la plena seguridad y total 
garantía. Estamos dispuestos a ampliar toda la información que consideren pertinente. Reitero que 
pueden tener la más absoluta seguridad en este Directorio. 


SEÑOR SOUTULLO.- Mi tarea es gestionar y deseo aclarar un par de cosas. 


El señor Diputado, con una preocupación cierta, dice que con diecisiete años y medio y una declaración están 
probados los servicios. Es una preocupación cierta y tengo la obligación de aclararla. 


Esto forma parte de un enorme y largo proceso que se ha dado durante los últimos veinte años. En los últimos 
quince años yo soy responsable de haber otorgado todo el stock de jubilaciones. Cuando hace quince años 
tomé el stock anterior no tenía la certeza que tengo hoy de haber minimizado -no eliminado, porque 
lamentablemente eso es imposible- el fraude en el tema jubilatorio. 


¿Qué es lo que fuimos haciendo durante los últimos quince años? Preparando, en una larga cadena de 
resoluciones -algunas de las cuales mencionó el señor Presidente- la flexibilización de la prueba. ¿Por qué? 
La experiencia nos indicaba que aquellas personas más desprotegidas eran las que estaban en condiciones 
más difíciles para probar los servicios. 


Como decía, hace cincuenta años que estoy tomando declaraciones de los testigos y he tenido contacto 
directo con esa realidad. El recordar y el ubicar testigos siempre ha sido una tragedia para la gente cuando le 
pedimos que prueben testimonialmente las cosas; y allí aparecen los testigos fabricados. Este fue un largo 
proceso para tratar de minimizar todo esto. 


¿En qué estamos hoy? En ese proceso largo que hemos desarrollado, primero fuimos haciendo la 
incorporación de la historia laboral para atrás. Es importante que en algún momento podamos explicar en qué 
consistió ese largo proceso de reconstrucción de la historia laboral. No tengo las cifras en mi poder, pero más 
de 1:800.000 trabajadores tienen reconstruida su historia laboral, aunque le han quedado unos huecos por 
llenar. Entonces, ahí aparece la primera visión: si una persona tuvo una actividad a lo largo de los años, en 
cuanto a esos huecos que no ha podido llenar presumimos que seguramente por el sistema que existía en el 
país y por la estabilidad del momento fueron años que trabajó pero no puede probarlo. 


Una segunda cosa que hicimos fue reconstruir todas las planillas de trabajo. Hoy, en el Banco de Previsión 
Social hay un registro de todas las planillas de trabajo. Por lo tanto, cuando una persona se presenta, tenemos 
acceso a su historia, podemos indagar cómo fue su historia para, de alguna manera, reconstruirla. 
Seguramente una de las cosas que sorprendió también al señor Diputado es que no apareciera esta resolución 
en la página web. Si hubiera dependido de mí, no hubiera aparecido, porque se trata de una herramienta 
interna que estamos utilizando y que no queremos exponer, a fin de que no sea mal utilizada en algunos 
aspectos por los que, lamentablemente, todavía no hemos podido eliminar: los gestores y los tramitadores. 
Seguimos líneas de investigaciones y, en algunos momentos, encontramos fraude organizado con respecto a 
las jubilaciones. 


Entonces, entendimos que estos mecanismos de prueba y de valoración de la prueba, en el acierto o en el 
error, eran para manejar internamente en el análisis individual que hacemos de cada expediente. 


Tengo en mi poder un instructivo que entregamos a los funcionarios, en el que consta cómo tienen que actuar 
en estos casos. La verdad es que nos avalan los números, las condiciones y la experiencia recogida durante 
estos años; todo esto está reflejado en una consulta que hemos hecho a todos los Gerentes del interior en 
cuanto a qué opinaban sobre este medio de prueba. Todo nos demuestra una amplísima mayoría de 
aceptación de este medio de prueba, que es la herramienta que pusimos en manos de los funcionarios para 
probar los servicios. Afirmo que se trata de la culminación de un largo proceso en el que fuimos obteniendo 
no solo experiencia sino también conocimiento. Hoy tenemos la suerte de que cuando una persona se sienta 
delante de nosotros y nos entrega su cédula de identidad, el funcionario tiene parte de la historia -antes había 
que preguntársela toda-; y nos hemos encontrado con la sorpresa de que muchas personas no recuerdan todo 
lo que tienen registrados los servicios internos del Banco. Quiere decir que hay parte de su historia que había 
sido olvidada, pero que está registrada y probada en los servicios. Por lo tanto, no se trata de decir 
exclusivamente: "Tengo diecisiete años probados y los otros, por una declaración, me los dan por probados". 
Por el contrario, hay toda una indagatoria y una evaluación de los documentos y de la información interna del 
Banco que nos da la presunción cierta de que las personas cumplieron esa actividad. 


Por último, quiero agregar una cosa más. Lo único que queremos lograr es que tengan el derecho a jubilarse, 
o sea, cumplir con los treinta y cinco años que se exige. Quiere decir que no utilizamos esos años para la tasa 
de reemplazo ni para incrementar, a través del mecanismo de dicha tasa, el monto jubilatorio, tal como lo 
establecían las anteriores resoluciones. En esos casos sí se incluían para aplicar la tasa de reemplazo. 


Espero haber contestado todas las dudas y estoy a las órdenes para cualquier otra aclaración. 


SEÑOR MAÑANA.- Al señor Presidente Murro quiero decirle que si de algunas de mis apreciaciones 
ha interpretado alguna intencionalidad, debe descartarlo. 


Sí debo decirle que mi función es precisamente esta: hacer un pedido de informes, convocarlo o aprovechar 
la instancia en la que está presente. Habrán notado que la iniciativa de su comparecencia no fue mía, pero me 
pareció importante plantear este tema en esta instancia. Por lo tanto, no estoy haciendo otra cosa que cumplir 
con mi función. 


Con relación a la cantidad de jubilados -se dice que hubo un decrecimiento-, creo que podría haberse 
incrementado, si esto se hubiese publicitado. 


También podemos partir de una sensación de injusticia, porque algunos llegan a la ventanilla y se enteran, y 
otros saben perfectamente que si no cumplen con los requisitos establecidos no se pueden jubilar, sin saber 
que está vigente esta resolución. Ese principio de justicia está alterado por lo que acabo de decir 


Entiendo perfectamente cuál es la problemática, no del Banco, sino de la gente que no se puede jubilar. 
Cuando leemos el Resultando de la Resolución, todos sabemos lo que significa la aprobación de una cantidad 
de años trabajados. Todos tenemos algún familiar, algún amigo, o alguien que viene a nuestros despachos a 
preguntarnos cómo puede hacer para jubilarse, pero estas preocupaciones que acabo de manifestar también 
son ciertas. Parto de la base de que no podemos encontrar el ideal pero, me parece que habría que encontrar, 
en primer término algún lugar -no sé si en la página web- al que pueda dirigirse la gente que se quiera jubilar. 
Seguramente, esta gente no revise la página web pero, por alguna razón de justicia mayor, no puede quedar 
nadie fuera de esta posibilidad. Entonces, pienso que habría que hacer un esfuerzo por manifestarlo 
públicamente. Les recomiendo que informen al Ministerio de Economía y Finanzas porque no tiene ni idea 
de esta resolución. 


SEÑOR FERRARI.- Creo que en la sociedad uruguaya tenemos que ir aprendiendo y que cuando nos 
consultan cómo pueden hacer para jubilarse, si se trata de actividades amparadas por el Banco de 
Previsión Social, decirles que vayan al BPS, y nada más. El trabajador que en general pasa los sesenta 
años y tiene una vida de trabajo, no sabe de leyes jubilatorias, no busca cómo armar su jubilación; va 
al Banco de Previsión Social a pedir su jubilación. Estos procedimientos que se vienen aplicando, esta 
historia laboral, rige desde 1996, a partir de la existencia de una declaración nominada -que es muy 
importante-, por la cual cada una de las empresas nos tiene que decir cómo se llama ese trabajador, 


mes a mes cuántos días trabajó y cuánto ganó cada mes para que eso sea parte de la construcción de la 
historia laboral. Antes de 1996 -por eso, desde la representación de los trabajadores siempre 
reivindicamos que debían aplicarse las leyes que tienen que ver con la historia laboral- no se aplicaron 
por falta de voluntad política, por manejos espurios, porque con la mitad de los años declarados y con 
la firma del apoderado de la empresa, que le ponía treinta años y le preguntaba cuánto había ganado 
los últimos tres años, el Banco de Previsión Social confiaba en esa declaración y le daba la jubilación. 
Una barbaridad. Es decir que ya no precisaba testigos; bastaba con la firma del apoderado de la 
empresa. Inclusive, algunos apoderados de empresas ya cerradas siguieron llenando declaraciones 
pero, como por suerte tenemos una unidad que investiga permanentemente, hemos logrado que esos 
malos ciudadanos, esos gestores corruptos, terminaran siendo denunciados penalmente por el BPS y, 
muchos de ellos, fueron procesados 


Como bien decía el escribano Soutullo, no hemos encarado el tema del todo. 


Comparto y reivindico la necesidad de divulgación de los derechos de seguridad social, pero esto no es un 
derecho de seguridad social; tiene un carácter interno para facilitar que aquel que trabajó toda la vida pueda 
jubilarse porque a veces, cuando uno les mira las manos, se da cuenta de que era un trabajador rural que tiene 
toda una vida de trabajo y que no se puede jubilar porque ni siquiera se acuerda dónde ni cuánto tiempo 
trabajó y si realmente era dependiente o no porque, de repente, se trataba de una comparsa que recorría 
estancias trabajando. Entonces, hay que construir todo eso. ¿Antes qué pasaba? Vivían trayendo testigos. Si 
no alcanzaban a probar los años, traían nuevos testigos. Hay expedientes en los que se presentaron años de 
servicio en forma reiterada y se tomó declaración a cincuenta o sesenta personas, hasta que lograban los años. 
Hay que ordenar todo eso. Y esto tiene un cambio sustancial: terminar, como decía el señor Presidente, con lo 
que fue aquello de los prontos despachos y con las gestorías y las tarjetitas. Como Director me molesta - 
porque reivindico que somos servidores públicos, que estamos al servicio de la sociedad- que alguien me 
pida una tarjetita para alguien que me quiere hablar. No, no necesitas ninguna tarjetita, sos un ciudadano y 
tenés el derecho de ir a mi oficina o a la de cualquier Director del BPS y de que te atiendan. Debemos 
trabajar para conseguir eso. 


En 1998, con un comunicado -aquí está presente uno de los responsables del comunicado, porque dentro de 
esos cincuenta años ¡si habrá participado, elaborado y construido y tantas de las cosas buenas que hay hoy 
tienen que ver con su firma y su participación!-, por declaración se jubilaron cientos de personas y por cada 
diez se sorteaba una para investigar. Eso era un disparate, una barbaridad y se construían expedientes en esas 
gestorías que había alrededor del BPS pero también en el interior. Algunos expedientes terminaron con gente 
procesada que decía: "Yo hablé con el político Fulano, y él me dijo que fuera allí y que me armaban la 
jubilación". Hay expedientes en el Banco de Previsión Social que documentan eso. Hay que terminar con 
todo eso. Si hubiésemos difundido esto, daba lugar a la joda. Daba lugar a que los gestores tuvieran 
información de cómo desde afuera del BPS se pueden armar jubilaciones. Esto tiene el carácter interno de 
que cuando una persona que trabajó toda su vida va al Banco de Previsión Social porque se quiere jubilar le 
expliquemos cómo debe proceder, analicemos bien y construyamos su historia laboral. Y hemos podido 
hacerlo. Voy a poner mi ejemplo. Cuando va a nacer mi primer hijo, pido la asistencia materno-infantil de la 
madre porque era un trabajador de la actividad privada. Ahí me registraron que hacía un año que trabajaba en 
una empresa porque llevé un formulario que pusieron en la historia laboral. Pero, después que salí de ahí, no 
supieron si seguí trabajando ahí o no. Al año y medio, cuando iba a nacer mi segundo hijo, fui a pedir 
nuevamente la asistencia materno-infantil, pero estaba en otra empresa, por lo que me quedó un hueco de 
cuatro o cinco meses. De una empresa me fui para la otra; trabajé permanentemente. Entonces ¿qué hace esta 
resolución? Presumir que hubo una continuidad en la actividad y esos cuatro meses se contemplan como 
trabajados. ¿Para qué? Para evitar que tenga que llevar dos testigos -lo puedo solicitar si entiendo que es más 
beneficioso para mí- pero eso, en la realidad, es la simplificación de la gestión, para hacerla más eficiente, en 
pro y en mejora del servicio que hay que brindar a la gente. Además, se trata de terminar con la corrupción 
que, lamentablemente en la realidad sigue habiendo. Hoy hay denuncias penales en proceso llevadas adelante 
por este propio Directorio o a veces los propios servicios en conocimiento, y no solo en jubilaciones sino en 
otras cosas. Creo que hay un gran responsable: quienes condujeron la vida del país durante todos estos años, 
porque leyes vigentes de 1919 -dije al principio de siglo, pero el Presidente dijo con exactitud la fecha- no 
fueron aplicadas por quienes gobernaron el Directorio del Banco de Previsión Social. Si hubiese existido una 
historia laboral, como sucede en la Caja Bancaria, no habrían pasado estas cosas y la gente se podría jubilar 
automáticamente. A eso debemos tender: a que el derecho se aplique en la forma más justa, evitando todo 
tipo de corrupción. 


SEÑOR STARI.- Después de las aclaraciones del escribano Soutullo y del Director Ferrari, me queda 
muy poco para agregar. 


En el planteo inicial del Diputado Mañana se exponía la situación de alguien que, con 60 años, no estuviera 
jubilado y tuviera 20 años documentados; se planteaba que esa persona podría hacer una declaración jurada y, 
automáticamente, lograría la jubilación, pero las explicaciones brindadas demostraron que las cosas no son 
así, que hay todo un proceso. 


Por otro lado, la preocupación tiene que ver con la situación de la gente que no puede probar huecos; 
diariamente, muchos jubilados nos preguntan por qué no se pueden jubilar si han trabajado toda la vida. 
Simplemente, señalo que todos los días recibimos en nuestros despachos a 25, 30 o a veces a más personas 
que vienen a plantearnos los más diversos problemas, y una gran parte de ellas, como saben que tratamos de 
encontrar soluciones, nos consultan por estas cuestiones. Nosotros no le damos una tarjeta de despacho: les 
indicamos en qué oficina del BPS van a atenderlos para resolverles su problema. 


Esta es una forma de solucionar estas dificultades a través de una declaración que no completa 15 años de 
corrido sino que completa huecos, y no para mejorar una jubilación sino para conceder una primera y única 
jubilación común si es que la persona no ha tenido ninguna y completa los 35 años de trabajo con esta 
declaración, o si se trata de alguien que tiene más de 70 años y se jubila por edad avanzada. De este modo, la 
persona puede resolver un problema que si hubiera tenido que solucionar con testigos le hubiera resultado 
muy difícil y le hubiera significado un tiempo de trámites y un costo en pesos que no es fácil de medir y que, 
además, representa mucho dinero y mucho esfuerzo para el Banco por concepto de entrevista de testigos, 
investigación, recorrida por los lugares, etcétera. Esto se ha dicho; lo que quiero reafirmar es que esta 
resolución permite resolver un problema. Tal vez no sea la panacea, pero va en el camino de establecer ese 
criterio de solidaridad con quien trabajó toda la vida y merece una jubilación. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Como representante de los empresarios, quiero decir que celebramos que 
no existan más el pronto despacho y la tarjeta, pero creemos que el hecho de que no tomen difusión 
ciertas resoluciones alienta la existencia de gestores, porque siempre habrá gente dispuesta a pagarle a 
alguien para que le dé aquel secreto tan celosamente guardado. Por eso, pese a que votamos 
negativamente esta resolución, nos parece que debería haber tenido la mayor difusión pública posible 
para evitar la participación de gestores, si es que eso era lo que se pretendía. Pero si, como dijo el 
escribano Soutullo, lo que se intentó fue hacer una economía administrativa o evitar dar malas noticias 
a la gente -a nadie le gusta tener que tomar testigos; es un trabajo engorroso, feo, pero hay que 
hacerlo-, tratar de obviar todo esto no es una excusa ni un pretexto. 


Ahora bien: la Resolución N* 43-1/2006 tiene su antecedente en una ley de 1978, en la que todos los 
servicios anteriores se consideraban documentados. Además, hay otro antecedente del que no se habló: el 
Comunicado N* 17, de 2004, que era muy generoso en cuanto a la flexibilización administrativa con respecto 
a la Ley_N?* 16.713. En la actualidad, se agregan algunos aspectos más, tomándose los servicios civiles para el 
cómputo del 50% documental -lo que en el Comunicado N* 17 no se permitía- y, además, se permite que los 
servicios que estén demostrados por aquella ley de 1978 también se computen. O sea que podríamos llegar a 
jubilar gente con mucho menos de diecisiete años y medio efectivamente realizados. 


Nosotros no aprobamos este tipo de flexibilización; está muy claro en las actas del Diálogo de la Seguridad 
Social, en el que todo el sector empresarial se manifestó con respecto a la flexibilización de los años para el 
acceso a la jubilación. Dijimos que antes de hacer la flexibilización legal -que quizás sea necesaria- 
deberíamos derogar todas estas resoluciones y circulares que a nivel administrativo han dado una suerte de 
alivio a la presión que podría haber por no llegar a los 35 años de aportes efectivamente realizados. 


Por otro lado, reclamamos con mucho énfasis la comunicación de la historia laboral, como establece la Ley 
N? 16.713, lo que también quedó plasmado en las reuniones del Diálogo de la Seguridad Social. Creemos que 
sigue habiendo voluntad política de registrar pero no de notificar, lo que expone a los empresarios a una 
inseguridad jurídica innecesaria. Entonces, si se pretende dar seguridad jurídica -como bien dijimos cuando 
tratamos el punto anterior, relativo a los criterios de las exoneraciones- hay que tener en cuenta que también 
lo estaríamos haciendo si comunicáramos la historia laboral como lo establece la Ley_N* 16.713 y, como bien 
se explicó, el Banco de Previsión Social está en condiciones de hacerlo. 


Simplemente me resta decir que este es otro aspecto que contribuye o alienta a aumentar la informalidad. Los 
trabajadores saben, todo el mundo sabe que, al final, aparece una solución para quienes no realizan los 
aportes, y hablo de los trabajadores porque la no aportación no es culpa solo de los empresarios; en general, 
es una culpa compartida; puede haber algún abuso pero, en general, es compartida. Entonces, tratemos de 
poner reglas claras y que, en lo posible, no alienten la informalidad; de lo contrario, se nos va a ir al piso el 
Estado de derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho vuestra visita y volveremos a molestarlos en alguna 
otra oportunidad en las que tengamos dudas que evacuar; han sido suficientemente explícitos. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


